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El agua es un recurso natural que se encuentra enmarcado como derecho, en un principio nace 
como un derecho colectivo y las políticas públicas indican que es un derecho que pertenece al 
grupo de los derechos sociales, económicos y culturales; Lo cual hace que se imposibilite el uso 
de la acción de tutela para defender el derecho. Por lo tanto, el presente trabajo ayuda a resolver 
la siguiente pregunta: ¿Cuál es mecanismo de protección que tienen los usuarios en el marco de 
las acciones constitucionales bajo el modelo de la Constitución de 1991, la jurisprudencia, la 
doctrina y la Ley 142 de 1994? 
Cuando se habla de servicios públicos y en especial de servicios públicos domiciliarios hay 
que tener en cuenta que se regulan por una ley arcaica para las necesidades de la economía y de 
los consumidores por lo que se requiere que se haga una revolución filosófica en la regulación de 
los mismos; Para que los usuarios sean quienes incentiven la vigilancia y control, puesto que son 
ellos los que se ven afectados por las malas prácticas de las entidades encargadas de promover y 
garantizar el uso y goce de los servicios públicos, en especial el del agua, que está 
intrínsecamente ligado con el derecho a la salud y a la vida misma. 
Se tiene como fin llevar a cabo un estudio jurídico, doctrinal y jurisprudencial desde una 
perspectiva académica, con el fin de establecer qué régimen jurídico es el más conveniente a 
aplicar en la nación, teniendo en cuenta que Colombia se encuentra en un nuevo modelo que ha 
dejado a un lado a la entidad pública para abrirle paso a la inversión privada y con unas políticas 
sociales que van en contravía de lo que para la Corte Constitucional debe ser el derecho al agua y 
al mínimo vital. 
Como hipótesis de la investigación se tiene que el derecho al agua es un derecho de carácter 





justicia se da desde una perspectiva comunitaria, por medio de las acciones de grupo; Razón por 
la cual es imposible su tutela y son los entes de control los únicos habilitados para vigilar y 
controlar a los entes privados que ejerzan la función de prestar de suministrar el servicio público 
en cada hogar. 
El presente trabajo se hace con el objetivo de analizar el desarrollo normativo y 
jurisprudencial de los servicios públicos en Colombia, partiendo de la jurisprudencia 
constitucional, la doctrina y la regulación legal vigente, tomando el derecho al agua como 
derecho fundamental que recoge en su desarrollo a la dignidad humana. 
La Universidad Libre ha infundido en sus estudiantes un espíritu crítico que permita a sus 
egresados ser dirigentes de la sociedad con una preocupación especial por la creación de una 
sociedad tolerante y pluralista, preocupada por el desarrollo sostenible del medio ambiente, es 
por ello que el presente trabajo busca ampliar el paradigma de la conservación de un recurso tan 
importante para la vida como lo es el agua, no solo desde una perspectiva legal sino también 
desde la filosofía misma que muestra la cosmovisión de la sociedad frente al recurso natural. 
El recurso hídrico ha sido negado en su cobertura a los sectores periféricos de la nación y en 
su calidad a los sectores marginados del casco urbano, como se demostrará en el desarrollo del 
presente trabajo a través de casos reales que llegaron a la Corte Constitucional.    
En este trabajo se utiliza una estrategia metodológica de carácter cualitativo, debido a que se 
parte de la descripción de una situación problema a la que se le intenta dar solución, mediante los 
lineamientos encontrados por parte de la Corte Constitucional y de los doctrinantes que se han 
referido al tema. 
A partir de un contexto natural, se busca una respuesta ceñida al derecho que de una respuesta 





investigación, por ello el mundo empírico y los casos de vida encontrados en el análisis 
jurisprudencial son los que pueden llevar a acercar el derecho al lector y así generar un marco 
jurisdiccional basado no solo en el derecho al agua, sino teniendo en cuenta también derechos 
relacionados como la vida, la salud y en especial, la dignidad humana; resaltando que esta última 
es el pilar fundamental de la Carta Política Colombiana de 1991. 
Asimismo, el presente trabajo cuenta con una carácter crítico, dado que por un lado se juzga 
la forma en que los gobiernos han dejado a un lado la preocupación por la cobertura a nivel 
nacional y de otra parte, se ve con una mirada crítica la protección que la Corte Constitucional ha 
hecho de los usuarios, pues se permite la prestación del servicio sin el pago de una factura, lo 
cual puede generar daños económicos en las empresas prestadoras del servicio de acueducto y  
en el Estado mismo, quien está en cabeza de la prestación del servicio público domiciliario. 
Para la triangulación metodológica se tendrán en cuenta de manera principal las sentencias de 
la Corte Constitucional que permitirán encontrar respuesta a la pregunta problema con el apoyo 
de la doctrina recolectada la cual es base fundamental del marco filosófico, legal e incluso, son 
creadoras de nueva jurisprudencia, a partir de allí se responderá a la pregunta problema 
criticando las posturas de la Corte Constitucional, la ley y las políticas públicas que diferentes 
gobiernos han implantado en Colombia.  
En el primer capítulo encontraremos la demostración real de la existencia del problema de 
investigación, se caracterizará la importancia del agua desde una perspectiva filosófica y legal, 
contextualizando así un marco normativo y doctrinal del agua como servicio público en 
Colombia, recogiendo también autores clásicos y perspectivas europeas que han sido recogidas 





tiene Colombia en el presente momento, se dejaran claras las variables por medio de las cuales se 
va a desarrollar el proceso investigativo, con su respectivo estado del arte. 
En el segundo capítulo encontraremos una profundización del problema de la investigación 
que se resolverá a través de los casos obtenidos de la realidad y que serán analizados uno por uno 
en busca de un panorama claro de la regulación del agua como derecho y como servicio público, 
los datos extraídos por la jurisprudencia serán claves para establecer la concepción del agua 
como servicio público y se explicaran el qué y por qué de la regulación actual del agua siendo 
este un servicio público y su uso en las comunidades, analizando el panorama actual y 
explicando a fondo los datos recogidos por las sentencias mismas.   
Finalmente, en el tercer capítulo se explicará la triangulación metodológica de contrastación, 
se fundamentará teóricamente las respuestas encontradas, se le dará una respuesta legal y 
filosófica a la pregunta problema enfatizando el alcance de la investigación misma, serán los 
teóricos que han investigado el tema enfocado los que reafirmaran la respuesta, siempre bajo la 
mirada crítica del investigador, pues la falta de cobertura y de calidad muestran que el modelo y 
el trato que se tiene frente al agua no es el adecuado para una sociedad tan desigual y con zonas 













FALTA DE COBERTURA DEL SERVICIO PÚBLICO DEL AGUA, 
CONTEXTUALIZACIÓN DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN  
Los servicios públicos hacen parte de la dignidad humana del individuo y son núcleo esencial 
de los derechos fundamentales, pues se definen como los bienes tangibles o intangibles que se 
prestan en una sociedad, en un domicilio o lugar de comercio para su uso diario y que 
normalmente son prestados directamente por el Estado o están bajo su vigilancia y control, y 
tienen como fin garantizar servicios tales como el agua que es necesaria para la vida misma. 
En ese sentido, la desigualdad en Colombia lleva a replantear el estudio jurídico-normativo y 
jurisprudencial de los servicios públicos en Colombia, dado que muchos servicios públicos no 
son garantizados de manera eficiente por la falta de presencia estatal y por la privatización de los 
mismos; cuando se privatizan los servicios públicos, los servicios dejan de ser un derecho y 
pasan a convertirse en mercancía y son los intereses de las compañías privadas las que deciden el 
rumbo de los servicios públicos. 
Entre tanto, las disputas entre el empresariado contra el ciudadano se convierten en peleas de 
David versus Goliat, puesto que el empresariado es quien tiene los conocimientos técnicos y 
tecnológicos, además de ello el privado cuenta con las capacidades económicas para sostener una 
disputa legal de la mano de la mejor asesoría legal posible, mientras que al ciudadano no lo 
acompaña más que la ignorancia técnica y legal para resolver las dudas, inquietudes y pleitos que 
se puedan dar en la relación empresa-consumidor lo que traduce una deficiencia en sus derechos 
frente a los mismos prestadores. 
Ahora bien, la debilidad institucional abre las puertas para que los intereses privados se 





entidades que cumplen la función de suministrar el servicio público domiciliario hace que no se 
garantice la cobertura a nivel nacional de la prestación adecuada de servicios básicos en los 
hogares colombianos. 
Cabe señalar que la estratificación del cobro de los servicios públicos puede incentivar la 
cobertura de los servicios públicos, pero no su calidad, pues al empresariado no le es rentable 
hacer reparaciones constantes en zonas que le representan una baja estratificación, lo cual 
significa un ingreso de recursos menor a la compañía. 
Por otro lado, a pesar de las condiciones de pobreza extrema, los habitantes del territorio 
logran costear su diario vivir, sin embargo, se les imposibilita contribuirle al Estado el pago de 
servicios públicos, lo cual no sería un problema en los países desarrollados, pero en Colombia se 
cuenta con un precario Sistema de Protección Social que estropea la garantía de los derechos 
sociales, dado que no se cuenta con un sistema basado en la equidad y solidaridad. 
El Estado no está en la obligación de satisfacer de manera holística los caprichos y 
necesidades de la ciudadanía, porque existen derechos que son principios abstractos difíciles e 
imposibles de concretar, tales como la paz o la felicidad. No obstante, es deber del Estado 
garantizar las condiciones mínimas para el desarrollo humano de cada persona, debido a que al 
firmar el contrato social se le entregan los derechos a cambio de la garantía de que sean 
administrados en condiciones dignas; condiciones plasmadas en la Constitución Política de 1991, 
cuya materialización es responsabilidad del Estado y se funde en el pilar de la dignidad humana 
que no puede ser garantizada sin la garantía del mínimo vital. 
Vale señalar que, en repetidas ocasiones la Corte Constitucional ha referido a los servicios 





debido a que existe una estrecha relación entre la prestación de estos (agua, salud, saneamiento 
básico, energía, transporte) y la eficacia del desarrollo de garantías constitucionales. 
MARCO LEGAL DEL SERVICIO PÚBLICO DE ACUEDUCTO 
Cuando se habla de servicios públicos se debe hacer bajo la mirada del Estado social de 
Derecho, del que brota el Estado constitucional que ha dotado de herramientas al ordenamiento 
jurídico para establecer un marco que propugna por la progresiva inclusión de los sectores 
sociales más desfavorecidos en los beneficios del progreso. La Carta Política de 1991 menciona 
la importancia de la libertad de empresa en el mercado, en sus artículos 1, 333, 334, 365 y los 
servicios públicos domiciliarios se encuentran en los artículos 1, 2 y 365, los cuales se basan en 
la confianza ilimitada de la gestión pública. 
De tal modo, la construcción del Estado Liberal lleva al Estado Social de Derecho, que 
defiende la libertad económica como la libertad de empresa; este fundamento se halla en los 
artículos 58, 60, 64, 332, 333 y 334 de la Constitución Política. Teniendo así un panorama donde 
se evidencia la exclusión de la intervención estatal y la liberalización de las empresas 
prestadoras; Este entramado jurídico nace de la incompetencia del ejercicio que había realizado 
el estado en la prestación del servicio y de la reivindicación de los derechos individuales 
subjetivos. 
Es preciso indicar que la concepción de Estado ha evolucionado hacia el detrimento del 
mismo, dado que su papel deja de ser el central para pasar a ser un Estado pequeño que no puede 
garantizar los servicios públicos y que deja en manos de los particulares las necesidades de los 
ciudadanos; Con las compañías mixtas se limita a regular su normatividad hacia las leyes del 





que del derecho público, dejando así un panorama de exclusión social para quienes no puedan 
costear la prestación de los servicios. 
Si bien, día a día es el derecho privado el que deja a un lado el derecho público y se abre paso 
desde la misma Constitución Política de Colombia, lo que se tiene hoy día es una amalgama de 
los dos derechos que trabajan y se combinan, uno para prestar servicios y el otro como regulador 
y controlador de los mismos. La regulación a los entes que se encargan de prestar y suministrar 
el servicio en cada hogar es insuficiente, dado que la Ley 142 de 1994 ha sido tímida en aplicar 
una regulación que satisfaga los derechos y las necesidades del consumidor final. 
El artículo 430 del Código Laboral es el primero en establecer la importancia de los servicios 
públicos en Colombia, al prohibir la huelga a los trabajadores que desempeñen funciones propias 
de los servicios públicos y a su vez, lo que se consideraría servicio público en Colombia. Las 
leyes de contratación estatal establecieron que se debía entender como servicio público “toda 
actividad que este encaminada a satisfacer las colectivas en forma general” (Ley 80/93, Art.3). 
Igualmente, la Ley 142 de 1994 en su artículo 14, que fue modificado por el artículo 2 de la Ley 
689 del 2001 (Código de Minas) determinó que “son todos los servicios y actividades 
complementarias a los que se aplica esta ley”. 
La ley que regula la prestación del suministro de agua y en general la que regula la prestación 
de los servicios públicos en Colombia es la Ley 142 de 1994, la cual se basa en principios 
constitucionales tales como la cobertura, la eficiencia, la redistribución del ingreso, la solidaridad 
y la calidad de los prestadores de servicios públicos; los criterios mencionados se basan en la 
dignidad humana que es pilar fundamental del Estado Social de Derecho. 
Así como los usuarios tienen con la obligación de pagar cumplidamente sus facturas, también 





potestad de generar lucro a las empresas prestadoras de servicios públicos, el Estado mismo en la 
Ley 142 de 1994 le impone límites a la labor de las empresas. Si bien para algunos doctrinantes 
dicha ley presenta un régimen exclusivamente privado, lo cierto es que las empresas cuentan con 
una amalgama de derecho que combina las diferentes ramas del derecho tanto privado como el 
público y administrativo. La Corte Constitucional se ha pronunciado sobre el tema: 
“Las características específicas del servicio y la naturaleza pública o privada del sujeto que 
lo presta, determinan el régimen jurídico aplicable en cada caso, el cual nunca será puro, es 
decir, exclusivamente de derecho público o derecho privado, sino más bien un derecho mixto 
que participa de la naturaleza de ambos, sin destacar, dada la calidad de dicho sujeto, que se 
pueda dar una prevalencia de uno de estos derechos sobre el otro”. (Sentencia C-263/96, num. 
2) 
La Constitución Política de Colombia de 1991 trajo consigo un régimen constitucional 
protector de los derechos fundamentales, la prestación del servicio se entiende como una 
finalidad del Estado Social de Derecho; los servicios públicos domiciliarios se encuentran en los 
artículos 1, 2, 13, 29, 56, 58, 86, 95, 113, 150, 189, 211, 313, 315, 333, 334, 365, 370, en los 
cuales destacan a los mismos como una necesidad fundamental de los ciudadanos que predomina 
en el ordenamiento constitucional. 
Según la Corte Constitucional, sería un servicio público “toda actividad organizada que tienda 
a satisfacer necesidades de interés general en forma regular y continua, de acuerdo con un 
régimen jurídico especial, bien que se realice por el Estado, directa o indirectamente, o por 
personas privadas” (Sentencia C-075/97, Art.1) 
Como se ha referido, el régimen legal de los servicios públicos domiciliarios se basa en la Ley 





632 de 2000, Ley 689 de 2001, Ley 373 de 1997, Ley 72 1989, Decreto 1900 de 1990, Ley 37 de 
1993, Ley 422 de 1998, Ley 182 de 1995, Ley 335 de 1996, Ley 506 de 1999, Ley 680 de 2001, 
Ley 675 de 2001, Ley 505 de 1999, entre otras. 
El derecho público soporta el marco normativo de la relaciones entre empresas prestadoras de 
servicios públicos Constitución Política de Colombia junto con el legislador, obligan al 
engranaje estatal a regular e intervenir la economía con el fin de racionalizarla, para que, gracias 
a entidades autónomas, independientes y especializadas se regule con criterios técnicos, 
económicos y jurídicos los asuntos que no pueden dejarse al criterio de intereses privados o a 
intereses del gobierno de turno. 
Es de mencionar que de la regulación de los servicios públicos domiciliarios se encargan las 
comisiones de regulación enmarcadas en el artículo 68 de la Ley 142 de 1994 y en el artículo 211 
de la Constitución Política de Colombia, las cuales ejecutan control como agencias estatales en 
virtud de la intervención económica y el equilibrio del mercado, así como se estipula en los 
artículos 333, 334, 365 de la Constitución Política de Colombia y mediante delegación que el 
presidente les hace, con el objetivo de realizar una intervención en los servicios públicos 
domiciliaros, finalidad que se encuentra establecida en el artículo 370 de la Constitución Política 
de Colombia (Sentencia C-272/98).  
Para cumplir con la función de controlar a los prestadores de servicios públicos domiciliarios 
se requiere de actos de regulación que emiten las agencias estatales, los cuales son actos de 
carácter administrativos que están sujetos a la ley y a los decretos reglamentarios del presidente y 
las políticas que fije el gobierno nacional, a través de sus documentos CONPES. 
Vale aclarar que las comisiones dependen de diferentes ministerios como el de vivienda y 





ministerios deben acatar los dictámenes de los ministros y viceministros, quienes ajustan las 
políticas públicas a las prioridades y necesidades del gobierno cursante. De allí la importancia de 
las comisiones de regulación, dado que estas pertenecen al conglomerado del organigrama 
nacional, son unidades administrativas especiales basadas en las facultades que les entrega el 
artículo 38 de la Ley 489 de 1998 y el artículo 150 numeral 7 de la Constitución Política de 
Colombia, los cuales le permiten al Gobierno Nacional crear entes en pro de resolver las 
necesidades del establecimiento y así alterar su administración con las comisiones de regulación. 
En Colombia existe un régimen especial que enmarca las políticas públicas de la nación, a 
partir de los documentos CONPES, año tras año se traza una línea rectora que busca ajustar los 
parámetros y recursos de la nación para alcanzar los fines propuestos, tales como garantizar la 
correcta satisfacción en la cobertura de servicios públicos a lo largo y ancho del territorio. De 
igual modo, los decretos reglamentarios de la Presidencia de la República, y las normas técnicas 
buscan la atención de las obligaciones sociales, lo cual corrobora que se está frente a un derecho 
público, debido a que se habla de actos administrativos. 
MARCO HISTÓRICO DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 
La historia de la nación en los servicios públicos no refleja un marco normativo único, cada 
Constitución Política ha cambiado cada periodo de la república y se han desarrollado tanto con 
avances como con retrocesos; a diferencia de otras naciones, los servicios públicos se prestaron 
en sus inicios por entidades particulares para posteriormente ser prestados de manera 
independiente y diferenciada en cada municipio, fueron estatalizados y en 1994 se 
descentralizaron para darle mayor presencia a la falange privada y a sus empresas. 
Es por esto que debemos estudiar a los servicios públicos desde autores clásicos con el fin de 





En ese orden de ideas, André De Laubadere consideró que en la injerencia de intereses 
privados en el suministro del recurso potable es el Estado el que interviene pero de manera 
indirecta en la prestación del servicio, por lo cual el criterio que maneja es un criterio finalista en 
la medida que no importa el órgano que preste el servicio, sino que se debe entender al servicio  
como la satisfacción de una necesidad primaria para el desarrollo de una sociedad; este autor 
clásico fue el primero en reconocer la posible intromisión de la iniciativa privada en el 
suministro del bien hídrico domiciliario. Para este autor: 
“Servicio público es la actividad de una colectividad pública que tiene por objeto satisfacer 
una necesidad de interés general como son la defensa nacional, los ferrocarriles, el registro 
civil, la justicia y los servicios públicos. Dichas colectividades son el Estado central, 
departamental y municipal, y por concesión el particular podrá garantizar la prestación de 
dichos servicios públicos”. (Laubadere, 1984, pág. 13) 
Es ahí cuando el Estado relega a la iniciativa privada para ejercer el ejercicio de la asistencia 
en el suministro y cobertura de las necesidades sociales, bajo el propósito de garantizar a todos 
los habitantes, especialmente a los que se encuentran en un estado especial de protección o los 
que se encuentran en condiciones más vulnerables, la correcta prestación y el cubrimiento de las 
necesidades generales; de otro modo, las compañías privadas no podrían prestar los servicios 
públicos y si se les permitiese, los prestarían de una manera intermitente e incompleta. 
Cabe resaltar que el fin último de los servicios públicos es social y es la salvaguarda de los 
intereses colectivos, el interés privado debe siempre ceder ante las necesidades sociales. “Los 





Porque desde un principio los servicios públicos se crearon gracias a la gestión pública y 
administrativa y porque todo servicio público lo gestiona directa o indirectamente la 
administración pública.  
De acuerdo con lo anterior, el criterio por el cual Jéze definió los servicios públicos es un 
orgánico y funcional, para él lo importante es quién es el prestador del servicio, que en su 
momento fue el Estado, el cual a través de sus facultades y poderes tenía la sólida capacidad de 
prestar el servicio de forma idónea y acorde con las necesidades.  
La doctrina de los servicios públicos enmarcados en el derecho moderno nació en Francia, de 
la mano de la construcción teórica de autores como León Duguit, para quien el servicio público 
es una expresión de la soberanía del Estado y es fundamento del derecho público.  
Ahora, la justificación de la fuerza estatal y de la existencia de la distinción entre gobernantes 
y gobernados es la capacidad que tiene el gobernador de suplir las necesidades de los 
contribuyentes (Duguit, 1927). De allí surge la legitimidad del poder, si bien el poder de los 
gobernantes tiene diferentes causas, económicas, políticas, morales o religiosas, no existiría una 
verdadera causal de legitimidad del poder, si no es por la correlación existente de las necesidades 
de los asociados con las obligaciones que el gobernador tiene con determinadas actividades 
como la prestación de servicios. Cabe señalar que el servicio público es: 
“Toda actividad cuya realización deben asegurar, regular, y controlar los gobernantes, 
porque el cumplimiento de esta actividad es indispensable para la realización y desarrollo de la 
interdependencia social, y ella es de tal naturaleza que no puede realizársela completamente 
sino con la intervención de la fuerza gubernativa”. (p. 27) 





 “el servicio público es la empresa o institución de interés general que, bajo la alta dirección 
de los gobernantes, está destinada a la satisfacción de las necesidades colectivas del 
público”.(Rolland, 1934) 
Por su parte, (Alessi, 1978) se basó en el principio de utilidad para hablar de servicio público, 
pues solo es servicio público la actividad que proporcione utilidad económica, social o jurídica 
en la satisfacción de sus necesidades físicas, económicas o intelectuales. 
Finalmente, es preciso destacar una de las posturas clásicas de servicio público, según Juan 
Jacobo Rousseau, para quien: 
“La expresión servicio público aparece referida a todas aquellas materias que constituyen 
asuntos colectivos de los ciudadanos. En Rousseau, el concepto de servicio público 
evidentemente no es un concepto jurídico, es un concepto político que abarca cualquier 
actividad estatal, incluido el ejército o la hacienda.” (Ariño, 2003, pág. 520) 
Por otra parte, desde una perspectiva contemporánea: 
El servicio público, concibe al administrador de lo público como: 
 “realizador de un conjunto normativo que está dirigido a amplias finalidades sociales, de 
modo coherente con el sentir popular, que da lugar y también límite a toda la actuación del 
Estado”. (Montaña, 2005, pág. 143) 
Se establece el concepto la continuidad por primera vez, es decir, que el servicio no sea 
intermitente o que no se interrumpa; la adaptabilidad, donde el servicio se adecua a las 
necesidades de la sociedad; la igualdad, como principio garante de la cobertura nacional y 
general a lo largo y ancho del territorio Nacional. Para Rivero (1984), el servicio público: 
“Es una forma de acción de la administración en la que una persona pública asume la 





por concesionarios donde ambos deben prestar dichos servicios en condiciones de 
continuidad, de generalidad, de adaptación a nuevas circunstancias y de igualdad”. 
(Rivero, 1984) 
Por otro lado, se reconoce al servicio público como una facultad propia del Estado para asistir 
planificar y disponer el bien a la totalidad de la población en aras de satisfacer necesidades de los 
administrados, facultad que se le puede ceder a privados con la figura de la concesión, para que 
así se pueda prestar el servicio de manera continua y de calidad y para que por delegación 
presten los servicios públicos. 
Vale señalar que la noción de servicio público varía de acuerdo con el autor que se tome, por 
ejemplo, para Miguel Marienhoff, en palabras de Bernal Pulido. (Bernal C. , 2005)   
La importancia del servicio público radica en la correcta satisfacción de una necesidad de 
interés general, sin importar quién sea el que lo preste o la forma en que lo haga. Además, no hay 
un concepto legal unitario cuando se habla de servicios públicos, pues es un concepto que se ha 
construido de manera histórica y que depende de la postura política del autor, para definir la 
prioridad del servicio público y su definición depende de cada país y de cada contexto socio-
histórico; una de las definiciones que más se aproxima al concepto contemporáneo de servicio 
público es la presentada por (Ariño, 2003) , quien conceptualizó el servicio público de la 
siguiente forma: 
“Aquella actividad propia del Estado o de otra administración pública, de prestación 
positiva, con la cual, mediante un procedimiento de derecho público, se asegura la 
ejecución regular y continua, por organización pública o por delegación, de un servicio 





Como se evidencia, muchas de las teorías clásicas del servicio público nacieron en Francia, en 
donde no se hacía distinción entre el servicio público del servicio público domiciliario; incluso, 
para algunos autores el servicio público era toda actividad que el Estado prestaba de manera 
permanente, continua e ininterrumpida a los asociados, actividades que se regían por normas de 
carácter especial; era el Estado el único que podría prestar el servicio y es por ello que los 
servicios públicos tienden a ser monopolísticos. 
Para concluir, no se puede considerar como servicio público aquella actividad que tiene como 
única finalidad la de conseguir ingresos para el Estado, solo es servicio público aquella actividad 
que generan utilidad para la totalidad de los habitantes, y de ahí que se generen derechos que son 
exigibles judicialmente en beneficio del usuario que recibe de manera constante el servicio y por 
lo cual tiene una relación permanente con la empresa prestadora de este, el cual es exigible 
judicialmente.  
En el ordenamiento jurídico colombiano, la historia de los servicios públicos ha tenido 
cambios y ha pasado por diferentes etapas jurídicas y normativas, desde 1875 hasta 1990 se 
hallaba un Estado débil, incapaz de garantizar la cobertura de los servicios públicos a lo largo y 
ancho de la nación; no obstante, en los años 90, el Estado asume un rol neoliberal que permite 
abrir los servicios públicos al interés de la iniciativa privada.   
Por otra parte, la Constitución Política de 1886 instauró un Estado Centralista Unitario y 
presidencialista, lo que trajo consigo la mala distribución de los recursos públicos, corrupción y 
la incapacidad del Estado para llevar los servicios públicos a todos los rincones de la nación, 
además, es por la incapacidad del Estado que el sector privado asumió la responsabilidad de 





concesión celebrados con diferentes municipios en diversas etapas de la historia, razones por las 
cuales el Estado se alejó de intervenir y vigilar la correcta prestación de servicios públicos.  
Ahora bien, los altos costos y la deficiente cobertura fue lo que primo durante décadas en el 
territorio colombiano, el centralismo que existió desde 1919 hasta 1950 obligó al Estado a 
encargarse de la prestación del servicio; en este periodo, la función fue delegada a cada 
municipio para que administrará los recursos encaminados a la prestación del servicio, rindiendo 
siempre cuentas al gobierno central, quien era el girador de los recursos. 
En tanto, con la creación del Estado Asistencialista (1945-1990), el Estado intentó vigilar y 
controlar la actividad privada en materia de servicios públicos, ejerciendo control tanto a los 
entes privados como a los diferentes municipios. A pesar de lo anterior, el Estado mostró un 
brazo corrupto que conllevó a insuficiencia de cobertura del servicio, así como la falta de 
financiación real que trajo consigo la peor crisis de los servicios públicos en Colombia. 
En los últimos años se creó una nueva modalidad que surgió a partir de la Constitución 
Política de Colombia de 1991, en donde se creó la llamada (prestación privada y responsabilidad 
local), de manera que de la mano del neoliberalismo se hizo posible una amalgama ente el 
empresariado privado, la vigilancia pública y las necesidades sociales.  
De igual forma, en el derecho administrativo colombiano es muy difícil encontrar una 
definición única de servicio público, puesto que las funciones públicas han sido diversas. De 
hecho, para muchos doctrinantes clásicos colombianos no existía una distinción entre el servicio 
público y el servicio público domiciliario combinándolo en sus definiciones la seguridad, la 





Entonces, los servicios públicos se clasifican dependiendo de criterios políticos, jurídicos, 
sociológicos y económicos, y se clasifican en básicos, esenciales, estatales y domiciliarios; estos 
últimos son fuente de la presente investigación. 
DIAGNÓSTICO REALIZADO DEL ACUEDUCTO PÚBLICO 
En Colombia y en el mundo, el agua se define como derecho fundamental, así lo afirma el 
comentario general número 15 de 2002 emitido por las Naciones Unidas (Gómez, 2014), sin 
embargo, no se encuentra taxativamente en la Constitución Política de 1991 ni tampoco existe 
sustento normativo que respalde al agua como derecho fundamental, ha sido la Corte 
Constitucional la que en repetidos fallos ha generado jurisprudencia con alrededor de 32 
sentencias, respaldando al agua como derecho fundamental. (Osorio, Embid, & Hurtado, 2016)  
Cabe resaltar que en el recorrido histórico jurisprudencial y legal se encuentra una dicotomía 
entre las políticas gubernamentales que ven al agua como un derecho social y el desarrollo 
jurisprudencial que garantiza el suministro de agua (mínimo vital) a la totalidad de habitantes del 
territorio colombiano.  
Así, en el ordenamiento jurídico se encuentra al agua como un bien nacional de uso público, y 
no se evidencia un desarrollo normativo extenso sobre el tema, dado que las políticas que se han 
implantado en Colombia con referencia al agua datan de 1886, lo cual ha hecho que sea el sector 
público quien tenga que suplir las necesidades y el sector privado ha quedado relegado en un 
segundo plano, no es sino hasta 1991 con la nueva Constitución Política que se le ha permitido al 
sector privado invertir en diversas áreas como lo es la descontaminación de aguas, la generación 
de energía, el saneamiento básico y el suministro del agua potable. (Cardona, 2010) 
De esa forma, se debe buscar que la amalgama de inversión privada y pública no solo se de en 





salvaguarda del medio ambiente y del ecosistema y con la intención de evitar el mal uso e 
innecesario del bien.  
Es la hecatombe biológica. El planeta carece cada día más del agua dulce propia para el 
consumo humano. “Más del 70 % de la tierra está cubierto de agua. A pesar de su abundancia 
en los mares y océanos, el 97,5 % de toda el agua del orbe es salada, solo el 2,5 es 
dulce”.(González, 2014, pág. 27) 
Vale recordar que el problema de la cobertura en Colombia y en el mundo de agua no es de 
capacidad hídrica, es de distribución inequitativa del bien que se da entre otras razones por la 
dificultad geología que representa el territorio, puesto que existen poblaciones con capacidad 
suficiente de agua dulce, incluso con exceso del recurso; del mismo modo, se encuentran 
poblaciones con escases total del recurso. (Ayeb, 2001) 
Ahora bien, un problema silencioso pero latente que se ha identificado con diferentes 
investigaciones es que quienes tienen el acceso al agua consumen de manera desaforada, 
malgastando el insumo, ejemplo de ello es que “el consumo per cápita de agua en Estados 
Unidos es de 600 litros mientras que en África es de 20 litros por persona” (González, 2014) 
Colombia no ha ratificado convenios internacionales en razón al agua como derecho humano; 
en el 2007 se presentó un referendo del agua por iniciativa ciudadana, el proyecto fue archivado 
porque el referendo traía consigo un mínimo vital que según el gobierno de turno beneficiaria a 
las clases altas, puesto que antes del referendo, las clases altas no contaban con ningún subsidio y 
el referendo quería imponer un mínimo vital para todos los habitantes. (Hernández & Méndez, 
2013) 
Colombia aún no ha podido brindar y garantizar el recurso hídrico de manera completa y 





de 79.7% al 86.1%. En el año 2003 la distancia entre Bogotá y el Chocó, en cobertura de 
acueducto, era de 62 y 73 puntos porcentuales. En donde se evidencia la desigualdad que existe 
entre departamentos.  
Un 26% de la población nacional no tiene acceso a un servicio de recolección de residuos, lo 
que conlleva a que la población tenga que recurrir a consumir agua en mal estado y que esto 
genere enfermedades como la diarrea y el cólera, también esta es una de las principales causas de 
la mortalidad infantil. Aunque en Colombia en año de 1990 y 2000 se redujo la tasa de 
mortalidad infantil. (UNICEF, 2005) 
Ha bajado la tasa de mortalidad, pero de manera pírrica e irrisoria en comparación a otras 
naciones que se encuentran al mismo nivel de desarrollo. En Colombia se plasma una tasa 
mortalidad en niños catalogados de la primera infancia de 28%, que en este caso es inferior a la 
mayoría de los países de América Latina, cuya tasa es 12%, Uruguay 17%, Argentina 20% y 
Venezuela 23%; que para Colombia, una nación que cuenta con recursos amplios y suficientes 
en materia de agua potable, estas numerosas muertes en niños se podrían evitar, si se brindará 
una prestación adecuada de los servicios de agua potable, alcantarillado, recolección de residuos 
y que de la cual 12.7 millones de colombianos no cuentan con ello. 
La mortalidad se evidencia de manera más específica al detallar algunos departamentos del 
país, dicha preocupante cifra se correlaciona de manera directa con la falta de un alcantarillado 
público y del acceso al recurso hídrico, en departamentos como el Chocó y la Guajira que 
brindan coberturas muy escasas para la población, se presentan tasas de mortalidad infantil 
elevadas en comparación con los demás departamentos. 
“Según la UNICEF La situación de estos dos departamentos al equipararla con otros países, 





inferior a los países de África como los son Ruanda (41%), Kenya (57%) y Nigeria 62%. 
Igualmente, la cobertura del Chocó (25% ) es igual a la de Republica de África Central (25%). 
La Guajira posee una cobertura de acueducto igual a la de Tanzania (68%) y una cobertura de 
alcantarillado igual a la de Gambia (37%). […] Las tasas de mortalidad infantil del país van 
desde el departamento del Valle  con cifras de (19 niños) y del  Chocó del (90 niños)  que 
mueren por cada 1000 nacidos vivos, que contrasta con las cifras de Venezuela (20) y Gambia 
(92). Aunque estas cifras están por debajo de algunos países africanos como el Congo (128) o 
Angola (172), también se encuentra por encima de países desarrollados como Suiza (3) y Reino 
Unido (5)”. (UNICEF, 2005, págs. 99-111) 
Las cifras que anteriormente se mencionan, muestra que la cobertura de agua y alcantarillado 
es desigual, como lo es la mortalidad infantil, y esto se debería dar por la asignación baja de los 
recursos públicos, pero el Chocó en el periodo de 1994 y 2003 recibió en términos per cápita 
(70%) más de recursos para el agua potable y saneamiento básico que el promedio del país y aún 
así solo el (38% ) de la población tenía acceso al agua potable, que el promedio del país. La 
Guajira ha recibido transferencias iguales al promedio, pero también ha recibido recursos 
producto de las regalías, y a pesar de esto la cobertura decayó un (17%) entre 1996 y 2003. 
(UNICEF, 2005)  
Por su parte, la Ley 142 de 1994 creó un sistema de subsidios que le cobra a los estratos más 
altos, a los comerciantes e industriales un sobreprecio para auxiliar las tarifas de los estratos 
residenciales más bajos, generando así un sistema de subsidio cruzado. El mínimo vital que se 
presentó en el año 2007 era un mínimo vital de carácter gratuito que de imponerse para todos los 
estratos, las clases sociales de menores ingresos perderían el auxilio del sobre cobro de los 





de los primeros 20m³ consumidos en su factura, y no se le garantiza el acceso del bien, incluso si 
una familia estrato uno consume menos de la medida del mínimo vital que es de 14m³ deben 
pagar una factura. (Hernández & Méndez, 2013) 
El costo de garantizar la cobertura es alto, pero debe ser asumido en su totalidad por el 
Estado, debido a que es este quien tiene la obligación de garantizarle dicho derecho a sus 
habitantes, la desigualdad del costo de m³ de agua entre quienes viven en cabecera municipal y 
cuentan con el servicio y los que deben suministrarse de tanques y transportistas es abismal, pues 
a los primeros les cuesta $ 0.55 dólares el metro cúbico mientras que a los segundos les cuesta $ 
5.50 la misma cantidad de agua. (Fundación Nacional Para El Desarrollo , 2009) 
MARCO CONCEPTUAL DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN  
Para estudiar el problema jurídico a fondo se debe tener en cuenta la conceptualización de las 
variables en pugna tanto como el concepto de derecho fundamental, dignidad humana y servicio 
público; La construcción de los derechos fundamentales ha sido una construcción histórica, 
puesto que en un principio a partir de la Constitución Política de 1991, solo se consideraban 
derechos fundamentales los enmarcados en el título II capítulo I, los cuales, según los primeros 
jueces de la Corte Constitucional se encontraban taxativamente señalados y con la aplicación de 
la acción de tutela eran los únicos que podían ser reconocidos y protegidos por dicha acción; sin 
embargo, fueron muchos los derechos que quedaron fuera de este marco constitucional. 
Algunos derechos que se encuentran fuera del capítulo señalado en la Constitución Política de 
Colombia han sido tutelados por la Corte Constitucional, ya sea por tener una conexidad directa 
con un derecho fundamental o porque su importancia ha hecho que se considere como 





la Constitución Política (de los derechos fundamentales) no era una enunciación taxativa, sino un 
simple orden en la redacción de la carta política. 
Ahora, un derecho fundamental es aquel que se considera inherente a una persona, que no se 
puede tranzar ni renunciar a él, la Corte Constitucional ha sido enfática en señalar que existen 
derechos de segunda generación que a pesar de ser en un principio derechos colectivos pueden 
ser tutelados de manera directa, porque son derechos de carácter básico para que cualquier 
persona cuente con la dignidad humana, la cual se entiende como núcleo fundamental de los 
derechos fundamentales y es el pilar del Estado Social de Derecho. 
Así pues, para definir qué es un derecho fundamental, la Corte Constitucional mencionó los 
criterios principales y subsidiarios, entre los principales se encuentran que el derecho sea 
esencial a la persona humana y que se enuncie de manera directa como fundamental en la 
Constitución Política de Colombia; además, como subsidiarios: 
 La inclusión del derecho en tratados internacionales. 
 Que se trate de un derecho de aplicación inmediata.  
 Que requiera un plus para su modificación. 
 Su ubicación y enunciación 
También existen otros tres requisitos básicos para considerar a un derecho como fundamental, 
estos son: que tenga conexión directa con principios constitucionales, que posea una eficacia 
directa y que se considere núcleo esencial del derecho o de otros derechos fundamentales. 
(Sentencia T-406/92). 
Por regla general los derechos sociales, económicos y culturales no hacen parte de los 
derechos fundamentales pero pueden ser aplicados como derechos fundamentales de manera 





que los derechos sociales tienen un carácter prestacional, y que son derechos que si el individuo 
cuenta con la capacidad económica podría obtenerlo, sin embargo, cuando el individuo no puede 
acarrar con la carga de prestarse para si el derecho y afecta directamente al individuo en su 
dignidad humana, podrá ser tratado el derecho social como un derecho social fundamental. 
(Arango, 2005) 
 Siempre que exista un derecho fundamental debe existir una norma anterior que lo otorgue, 
ya sea una ley, un pacto internacional, la Constitución, o la jurisprudencia. De ahí parte la 
validez y legitimidad del mismo para considerarse o no como fundamental. (Quinche, 2015) 
 De igual forma la dignidad humana se establece como pilar fundamental del Estado Social de 
Derecho, a partir de la Constitución Política de Colombia de 1991; esta tiene diferentes 
connotaciones: 
-Se entiende como dignidad humana a la posibilidad de desarrollar un plan de vida 
(vivir como quiera).  
-Dignidad humana como la capacidad de tener una buena calidad de vida (vivir bien).  
-Dignidad humana entendida como la integridad física e integridad moral (vivir sin 
humillaciones). (Sentencia T-881/02, preámbulo) 
Para el derecho, la dignidad humana tiene tres definiciones: como valor, como principio 
constitucional y como derecho fundamental autónomo. Asimismo, la dignidad humana se basa 
en el principio kantiano del imperativo categórico y es transversal a todo el derecho, dado que lo 
irradia a todas las normas del sistema jurídico, es decir que ninguna norma puede ser creada, 
aplicada o interpretada al margen del concepto de dignidad humana. (Martinez J. , 2016) 
La dignidad humana ha sido estudiada como un valor filosófico, es así como se encuentran 





no atacarse mutuamente, para así respetarse los unos a otros y tratándose como hermanos. 
(Narciso, 2015) 
La dignidad humana es un bien propio inherente al ser humano que no se tiene que ganar o 
comprar, simplemente se nace con él, que en un principio no requiere la intromisión de algún 
agente externo para ser garantizado, simplemente debe ser respetado por los demás, sin embargo, 
la legitimidad estatal ha hecho que se convierta en un postulado positivo, en el sentido que el 
titular del derecho puede exigirla al estado, siendo este último el garante final del mismo. 
(Restrepo, 2011) 
Finalmente, los servicios públicos como concepto se entienden como una finalidad del Estado 
que debe perseguir la satisfacción de las necesidades e intereses generales, intereses que se 
pueden cubrir por prestadores de servicio privados, agregando de forma novedosa las 





DESARROLLO JURISPRUDENCIAL, DOCTRINAL Y NORMATIVO DEL 
DERECHO AL AGUA COMO DERECHO FUNDAMENTAL. 
DISEÑO METODOLÓGICO DE LA INVESTIGACIÓN  
El tipo de investigación proyectada es de carácter jurídico-documental, entonces se hará un 
análisis de la normatividad y jurisprudencia existentes en la materia con fundamento en el 





jurisprudencia, con las normas vigentes y los datos encontrados para dar así un panorama real de 
la situación problema. 
Como fuentes de investigación primaria se encuentran las normas jurídicas y jurisprudencia 
nacional y como fuentes de información secundaria: libros, revistas científicas, estudios en 
general que demarcan la situación actual de la cobertura del servicio público del agua en 
Colombia. 
La metodología es de carácter formal documental, análisis y síntesis, observando el objeto 
para analizar las diferentes anomalías que se vienen presentando en los fallos jurisprudenciales 
respecto a la cobertura del agua como servicio público, a su uso y a la garantía de cobertura y 
calidad del mismo en el territorio nacional, el objeto del conocimiento se entiende como la 
norma jurídica, jurisprudencia y doctrinas jurídicas 
La investigación obliga a realizar un análisis jurisprudencial pues son las sentencias de la 
Corte Constitucional las que develan en casos concretos la problemática y su posible solución, el 
criterio de selección de las sentencias citadas se basa en que las sentencias seleccionadas se 
correlacionan entre si pues se basan en el derecho al agua como derecho fundamental y como 
servicio público, cada una de las sentencias citadas crea una sub regla para el derecho que 
resuelve la dicotomía del agua como derecho social o fundamental. 
El derecho se manifiesta en forma de un sistema de normas obligatorias, valores y principios. 
Y la investigación jurídica siempre debe buscar producir conocimiento científico acercando al 
lector a la realidad social y a los cambios sociales. Cambios que se han acuñado en la 






La muestra se recolecta a nivel nacional pues la Corte Constitucional tiene jurisdicción en lo 
largo y ancho de la nación, la problemática de cobertura del servicio público de acueducto y agua 
ha hecho que sea en los sectores periféricos de las zonas rurales los que no cuenten con el 
servicio público lo cual afecta directamente a la dignidad humana de estas poblaciones; muestra 
de que el centralismo y la burocracia no atiende las necesidades de los sectores más vulnerables 
que necesitan de manera oportuna la instalación de un acueducto o un sistema general de 
subsidios que permita tener acceso al derecho. 
De igual forma la investigación se apoyará en los datos recolectados por investigadores que 
enseñan en sus artículos un panorama claro del déficit de la cobertura del servicio de agua en la 
nación.  
ANÁLISIS DE LA POBLACIÓN AFECTADA  
La escasez de agua potable es una de las causas principales de enfermedades en el mundo. La 
población infantil es la más vulnerable frente a esta problemática. Según la Unicef unos 4.500 
niños mueren por carecer de agua potable, mientras otros sufren en su salud.  
Las enfermedades causadas por esta afectación impiden que los niños accedan a la educación. 
(UNICEF, 2005)  
Colombia posee una población de más de 50 millones, que está conformado con el 70% 
ubicado en zona urbana y el 30% en zona rural. En la zona urbana se ve un alto cubrimiento de 
agua potable, mientras que la zona rural no cuenta con la misma suerte.  
En las ciudades más importantes de Colombia se presta atención al acceso de agua potable 
para que no afecte la salud de sus habitantes, cosa que no pasa con departamentos como el 
Atlántico, la Guajira, Isla de San Andrés, Amazonas, Chocó, esto da como resultado que sus 





Las razones por la que no hay agua potable en algunos departamentos, es que el país como lo 
conocemos está en vía de desarrollo, hay problemas de políticas públicas, demasiada pobreza, 
demasiadas zonas rurales que ocupan gran espacio en el territorio colombiano, y hay poco interés 
por parte de los entes gubernamentales, los factores ambientales también son otro factor 
importante dado que en algunos departamentos ubicados en el norte del país son zonas áridas. 
(Fibras Y Normas , 2019) 
En la zona rural el 28% de su población no tiene acceso al agua potable, y debido a esto 
consumen agua de pozos y ríos y esto conlleva a que se propaguen enfermedades. Esta cifra 
equivale a los 3,1 millones de colombianos. 
 En Colombia las políticas públicas para el área rural no han sido eficientes. La última se 
diseñó en los años 1990 y fue hasta en el año 2012 que se estructuró un programa para poder así 
solucionar los problemas en el área rural. 
El 15,1 % de la población en la zona rural utiliza agua con un buen tratamiento, mientras que 
el 43,6% utiliza agua en mal estado, lo que da como resultado problemas de salud. En Colombia 
las enfermedades derivadas por el consumo de agua en mal estado son hepatitis A, fiebre, 
diarreica aguda, tifoidea. (Jiménez, 2015) 
Garantizar agua potable para las poblaciones es vital, ya que la prestación correcta del agua es 
considerada como derecho fundamental yes una de las metas para el desarrollo sostenible, en el 
marco del derecho fundamental a la salud el Estado debe garantizar agua para que llegue a todos 
los rincones del país. 
La Organización de Naciones Unidas (ONU) estima que 800.000 personas mueren al año en  
el mundo por la falta de acceso al agua potable, y una cuarta parte de habitantes en el mundo 





El agua es un elemento esencial para los seres vivos. En las ciudades principales el agua es 
suministrada por acueductos que provee la cantidad necesaria, en contraste con los pueblos 
pequeños en que el servicio de agua potable es interrumpido diariamente entre 8 y 16 horas. 
(Revista Semana, 2019) 
“Según el Instituto Nacional de Salud (INS) el 71,6 % de las muertes por diarrea aguda que 
afectan a niños menores de 5 años. Y adultos mayores de 60 años su razón principal es la mala 
calidad de agua”.(Suárez, 2016) 
En estos momentos, la falta del servicio público no se da por la falta del bien, sino por su mala 
distribución; debido a la burocracia y la corrupción, el bien no llega a la totalidad de la 
población. A este problema se le deben sumar a los cambios climáticos causados por el hombre 
que afectan las fuentes hídricas y que de la mano del calentamiento global afectan la totalidad del 
medio ambiente. 
Existe cierto tipo de descentralización en la carga del mantenimiento de los sistemas fluviales, 
dado que, si bien en un principio la responsabilidad del suministro recae en cabeza del Estado, el 
Decreto 1713 del 6 de agosto de 2002 delega a cada municipio la responsabilidad de mantener un 
servicio constante, eficiente y suficiente en su jurisdicción. Lo anterior es señalado por el decreto 
y se debe aplicar sin detrimento de las fuentes hídricas, respetando la flora y fauna dada en el 
ambiente y sin llegar a ocasionar daños en el agua aire y suelo ni en la vida humana. 
El ritmo de vida al que el neoliberalismo ha llevado a la sociedad ha marcado un ritmo de 
vida insostenible, que de continuar así acabaría con la mayoría de las fuentes hídricas potables 
con las que cuenta el planeta Tierra. Es ahí donde se encuentra una responsabilidad ética del 
conglomerado social, responsabilidad que debe ser subsanada con una liberación colectiva, 





irresponsable. Por ende, la responsabilidad será colectiva porque los daños ambientales 
repercuten entre toda la humanidad y porque las prácticas en contra de la eco-esfera afectarán a 
las generaciones futuras, (Martinez J. , 2016)  
Es el hombre quien tiene el poder para cambiar la situación ecológica actual pues con cada 
actuar el hombre define las expectativas de los miembros del porvenir y es su deber garantizar 
las condiciones de vida para que las generaciones futuras las aprovechen y las conserven, pero ha 
sido la acción humana la que cada vez ha agotado más y más los recursos no renovables. (Britos, 
2014) 
Existen soluciones tales como el modelo de patrimonio común que establece que los bienes 
no solo pertenecen a la generación actual, sino que van más allá y hacen parte de las 
generaciones futuras también. Los bienes proporcionados por la naturaleza son bienes de uso 
común, no solo para la sociedad como conjunto sino también para las futuras generaciones; es 
por eso que el desarrollo sostenible debe primar en cada acto del ser humano para con la 
naturaleza. Según (Martinez J. , 2016) en palabras de Ost, la responsabilidad con el medio 
ambiente no es con la naturaleza directamente, sino con las generaciones futuras.  
De tal forma que la especie humana es heredera de un patrimonio cultural y material, por lo 
que está en la obligación de preservarlo para ser transmitido a aquellos que vendrán; es así como 
existe una conexión entre las generaciones pasadas y futuras. 
Los hombres se encuentran en calidad de custodios de algo que es un mero préstamo y que no 
es propiedad de cada generación. En conclusión, el modelo del patrimonio común representa un 
punto intermedio entre el modelo preservacioncita y el modelo de la opulencia, dado que el 





segundo es al que se enfrenta la sociedad contemporánea que consume desaforadamente los 
recursos de manera insostenible para el medio ambiente. (Martinez J. , 2016) 
 El régimen tarifario es otra preocupación respecto al acceso del bien, ya en la Sentencia C-
252 del 28 de mayo de 1997, con ponencia del magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz, la Sala 
Plena fue clara en señalar que las tarifas de facturación de los servicios públicos se deben tazar 
de acuerdo con principios constitucionales, tales como la solidaridad y la redistribución del 
ingreso. 
Es preciso que las entidades prestadoras del servicio sea la que señale el costo mensual de 
facturación de los consumidores, siempre que no se alejen de las regulaciones previstas por el 
Gobierno Nacional, de manera que las empresas prestadoras de servicios públicos actualmente 
cuentan con un margen de discrecionalidad limitado en cuanto a las tarifas de facturación a 
imponer las comisiones de regulación vigilan y controlan este aspecto. Entonces, el derecho 
público es el que se encarga de regular el régimen tarifario, pues se habla de actos 
administrativos de orden público. 
La Ley 142 de 1994 establece en su artículo 128, que la relación contractual de las empresas 
con los usuarios deber ser dada por contratos de condiciones uniformes, “contratos uniformes, 
consensuales, en virtud del cual una empresa de servicios públicos los presta a un usuario a 
cambio de un precio en dinero de acuerdo a estipulaciones que han sido definidas por ellas para 
ofrecerlas a muchos usuarios no determinados”. 
Los servicios públicos domiciliarios pueden ser prestados directa o indirectamente por el 
Estado, así como por comunidades organizadas o particulares, como lo indica el artículo 365 de 
la Constitución Política de Colombia; los municipios prestan directamente los servicios públicos, 





privadas se encuentran en el numeral 7 del artículo 14 de la Ley 142 de 1994, son las que en su 
parte accionaria cuentan con un capital mayor al 50% por parte de organismos privados. 
Asimismo, las empresas de servicios públicos oficiales se enmarcan en el numeral 5 del 
artículo 14 de la Ley 142 de 1994 y son las que tienen un capital estatal del 100%. Las empresas 
mixtas son todas aquellas que, en su capital accionario, la parte pública sea igual o mayor al 50% 
y se ubican en el numeral 6 del artículo 14 de la Ley 142. También, las comunidades organizadas 
están autorizadas por el numeral 4 del artículo 15 de la ley en mención, para prestar los servicios 
públicos en municipios menores en zonas rurales o en zonas urbanas específicas; todo esto con la 
intención de garantizar las condiciones de participación y defender la igualdad real y efectiva; la 
Ley 388 de 1997 en su artículo 93 da la definición de municipios menores, los cuales son 
aquellos municipios de categorías 5 y 6 (Corte Constitucional, 2003).  
Cabe resaltar que el numeral 3 del artículo 15 de la Ley 142 de 1994 se afirma que, de la 
mano con la administración central, los municipios pueden prestar los servicios públicos siempre 
que las necesidades y las cualidades económicas y técnicas del servicio lo permitan, cuando ello 
ocurra se debe remitir a las disposiciones contempladas en el artículo 6 de la misma ley.  
Los operadores marginales de origen privado y estatal son empresas públicas o privadas que 
producen para si los productos que ellos como comunidad deseen y necesiten (acueductos 
comunitarios), puede ser para suplir una necesidad vital o como complemento de su actividad 
principal; entonces, son empresas que no tienen como razón social la prestación de servicios 
públicos, solo que para el desarrollo correcto de sus actividades necesitan suplir necesidades; 
estas personas jurídicas o naturales no requieren establecerse como empresa de servicios 
públicos pero cuando ello sucede, la persona queda bajo las comisiones de control, inspección y 





El legislador y el constituyente primario han establecido desde 1991 la posibilidad de que las 
empresas públicas generen lucro, abriendo también la posibilidad para que el Estado haga las 
veces de empresa privada y genere recursos a partir de la prestación de servicios públicos. Toda 
empresa que quiera prestar servicios públicos domiciliarios deberá conformar un grupo 
accionario, en los artículos 17 y 180 de la Ley 142 de 1994 se enmarca la posibilidad de 
conformarse bajo un grupo accionario en un plazo de dos años, que se amplían por 18 meses más 
por la Ley 286 de 1996 para que lo hagan. 
Así pues, son entidades autorizadas en etapa de transición las que se enuncian en el artículo 
15 numeral 5 de la Ley 142 y el numeral 6 contempla que las instituciones que cumplan la 
función de proveer el servicio público solo podrán ser las que en su momento existían y 
necesitaban para su creación un proceso especial del legislativo para poder operar; hoy día la 
Corte Constitucional ha sido clara en que pueden suministrar el servicio público, tanto las 
empresas privadas como las públicas o las sociedades de economía mixta. 
La ley se considera una norma de carácter ordinario (ley ordinaria), por lo cual en su 
expedición no necesitó de requisitos especiales para su expedición, sin embargo, esta ley es la 
base para analizar el funcionamiento y la organización de la administración pública en Colombia. 
El artículo 39 de la norma establece que la administración pública está en cabeza de la rama 
ejecutiva del poder público y se le entrega la responsabilidad de la administración de los 
servicios públicos; artículo que es confirmado por la Sentencia C-286 de 1996, en donde se 
señala que, aunque los privados pueden prestar el servicio público, es competencia del Estado 
autorizar o no la prestación del mismo. 
En demanda de inconstitucionalidad, la Sentencia C-953-99 se pronunció respecto de la 





de economía mixta, refiriéndose a ella como una en la cual la sociedad sería mixta, cuando el 
porcentaje accionario del Estado sea igual o superior al 50%. Pero, basta con que el Estado tenga 
acciones dentro de la empresa sin importar la cantidad de capital que se invierta, para que la 
misma sea considerada como mixta. 
De esa manera, al analizar dicho punto, la Corte Constitucional establece que la Constitución 
Política de Colombia en su artículo 150 numeral 7 le da el poder y la obligación de autorizar 
(bajo parámetros constitucionales) las sociedades de economía mixta, ya sea en su orden 
departamental o municipal sin importar el porcentaje de participación de la nación en la 
conformación de tales sociedades de capital. Partiendo de este punto, se le puede llamar sociedad 
de economía mixta a cualquier empresa o sociedad en la que el Estado tenga participación 
accionaria, sin tener en cuenta el porcentaje de participación y se le podrá llamar sociedad de 
economía mixta mientras que el legislador le haya dado el aval para su creación; lleva el nombre 
de “mixta” porque en ella confluyen dos tipos de capitales: el privado y el público. 
A partir de lo anterior, es necesario remitirse al artículo 4 de la Ley 489 de 1998, en donde se 
indica que las sociedades de economía mixta son una herramienta que tiene el Estado para 
cumplir con los fines estatales de la nación colombiana, entre ellas se halla el bienestar y 
abastecimiento de los requerimientos de la totalidad de la población; son entidades que de 
manera permanente o transitoria cumplen con funciones públicas y que deben ejercer dichas 
funciones propendiendo por el interés general. 
En un principio, las sociedades de economía mixta se sujetan al derecho privado, a excepción 
de casos especiales en los que la norma señala lo contrario y es el artículo 461 el que define las 
sociedades de economía mixta. Si bien no existe en la Constitución Política de Colombia un 





aquellas empresas en donde la participación pública es superior al 90% de la capacidad 
accionaria, serán denominadas empresas industriales y comerciales del Estado. Las sociedades, 
por regla general, tienen personería jurídica y autonomía administrativa, por lo cual su 
contabilidad no se encuentra dentro del presupuesto anual y cuatrienal de Colombia.   
El artículo 32 de la ley contempla que cada acto realizado por una entidad prestadora de 
servicio público se regula por la normatividad interna dependiendo de la especialidad de que 
trate, pero en el fallo S-701 de 1997, el Consejo de Estado modifica la interpretación del artículo 
32 de la ley y establece que dichos actos se han de regir por el derecho público y administrativo. 
El régimen jurídico aplicable a los contratos se encuentra en los artículos 30, 31, y 32 de la 
Ley 142 de 1994, estableciendo que a diferencia de los actos generales que realice cada entidad 
que suministre el bien hídrico, los contratos empresariales que ellas realicen se deben regir por el 
derecho privado y no por el público (salvo disposición en contrario), con esta medida se busca 
poner a la empresa prestadora en igualdad de condiciones para el mercado en los escenarios 
competitivos. 
Por otra parte la Corte Constitucional posee competencia para proferir sentencia sobre las 
acciones de tutela en estado de revisión gracias al artículo 86 de la Constitución Política de 
Colombia, lo anterior en relación con el Decreto 2591 de 1991, artículos 31 al 36 y desde la 
primera sentencia que en que la Corte Constitucional habló de la tutela como mecanismo de 
protección al derecho del agua, la T-578-92 se dejó en claro que la tutela es un mecanismo de 
carácter subsidiario y que no se puede hacer uso de él sin que antes se agoten las instancias a las 
cuales los ciudadanos tienen posibilidad.   
Haciendo un barrido constitucional se encuentra un caso de 1992 el cual fue el primero en 





un sector, sin embargo, los apartamentos no contaban con acueducto y se tuteló para que se 
instale uno, pero la Corte Constitucional negó la tutela porque en los predios no vivía ninguna 
persona, entonces no había una afectación directa frente al derecho al agua o a la dignidad 
humana, pues no existía sujeto constitucional a proteger. 
Sumado a lo anterior la Corte Constitucional fue enfática en señalar que en un principio la 
tutela sirve para proteger derechos fundamentales y en este primer periodo de la Corte 
Constitucional en el año 1992 se tenía la creencia de que, derecho fundamental eran los que se 
encontraban en el título II, capítulo II. 
Para la Corte Constitucional se entiende como “servicio público domiciliario a aquellos que 
se prestan a través de redes físicas o humanas con terminales en las viviendas o sitios de 
trabajo”.(T-578-92) El agua es el que da la vida en el planeta tierra; así que la falta de la 
prestación del servicio constituye, de manera inmediata, una violación al derecho a la vida y así 
mismo, la falta de un alcantarillado adecuado afecta el derecho a la salubridad pública o a la 
salud; por ello, el agua debe ser considerada un derecho de carácter fundamental y como tal 
puede ser protegido por medio de las acciones de tutela. 
La línea argumentativa de la Corte Constitucional continúa con la sentencia T-379-95 en 
donde un canal de aguas que conduce hacia predios de la compañía Drummond desemboca en un 
ojo de agua cercano, el cual está conectado al acueducto que abastece a la zona. Dicha compañía 
había utilizado las aguas de manera irregular, por lo cual el ojo de agua se había secado y el 
acueducto no había podido abastecer de la cantidad adecuada del líquido a los habitantes de la 






En esta oportunidad la Corte Constitucional establece que las personas que se beneficien con 
el recurso hídrico no pueden hacer uso de manera discriminada, se debe hacer un uso responsable 
del agua, en cuanto a la protección de los derechos de los demás habitantes que se beneficien del 
recurso. Pues el uso del agua está totalmente ligado a al uso del medio ambiente, a su 
preservación y conservación, es decir, al derecho a un ambiente sano; entonces, la disponibilidad 
y la calidad del agua para el consumo humano está ligada a el disfrute y goce de otros derechos 
fundamentales como lo son la salud y la vida. 
El agua, en cualquier estado, es un recurso natural que forma parte del ambiente y es eje 
fundamental para proteger la vida y la salud, el hombre necesita el agua para vivir y las 
civilizaciones han enmarcado sus esfuerzos en la mejora del aprovechamiento del recurso y es 
que el cuerpo humano puede sobrevivir muchos días sin comer, entonces se puede afirmar que 
no es rico quien posee tierra sino quien tiene agua. 
El uso del agua también posee un carácter moral y ético ya que los parámetros que limitan el 
uso del agua limitan la conducta moral y ética de las personas, el uso indiscriminado del bien 
hídrico niega la posibilidad de hacer un uso comunitario consiente del mismo y niega los fines 
superiores que mueven el Estado, el mal uso del recurso en una concesión implica un abuso del 
derecho por parte del concesionario.  
Igualmente, la acción de tutela puede imponer contra las actuaciones de los particulares en 
diversos escenarios, como cuando se afecte directamente el interés colectivo (tratándose de 
servicios públicos) y precisa que el hecho que los sujetos afectados sean una cantidad plural no 
implica, por sí solo, que se traten de derechos colectivos, porque existen diversas afectaciones 





Por su parte, el artículo 88 de la Constitución Política de Colombia menciona las acciones que 
se pueden imponer cuando se afectan derechos colectivos; en un principio este tipo de 
actuaciones se deben adelantar por medio de acciones de grupo o populares, sin embargo, para la 
Sala Segunda de Revisión de la Corte Constitucional los eventos previstos en el artículo 88 
pueden llegar a ser protegidos por acción de tutela mientras que el número de personas sea un 
número determinado de personas. Adicionalmente, establece que la tutela es procedente para 
prevenir perjuicios irremediables, que la justicia busca proteger los derechos de las personas y 
las acciones constitucionales no pueden ser una talanquera para la protección de los derechos. 
En la sentencia T-717-2010 se encuentra un caso donde se suspendió el servicio de acueducto 
a causa de incumplimiento en el pago del servicio público en una casa donde viven dos menores 
de edad y una persona mayor a 68 años (sujetos de especial protección constitucional) que 
utilizan el agua para el consumo humano y que no cuentan con el dinero para pagar el valor del 
suministro del agua. 
Por su parte, suspender el servicio por falta de pago oportuno es una conducta que se ajusta a 
los lineamientos enmarcados en la ley y que el hecho de encontrarse en la pobreza no exime el 
pago de la mensualidad ajustada al consumo; La familia en cuestión reconectó el servicio de 
manera ilegal con lo cual perderían automáticamente el derecho a interponer acción de tutela. 
Los derechos fundamentales se caracterizan por ser interdependientes pero indivisibles, es 
decir que no es suficiente tener un catálogo de derechos si no existe una correlación en los 
mismos que generen un andamiaje jurídico propicio, para que una persona sea útil en la sociedad 
mientras se le garantiza la dignidad humana. 
El término Democracia Constitucional toma especial fuerza, dado que es en esta donde se 





de la satisfacción de las necesidades mínimas, de tal manera que en el momento en que tengan 
que sufragar lo harán voluntariamente atendiendo a criterios propios; si no se satisfacen las 
necesidades mínimas, los asociados pueden canjear su voluntad por bienes o servicios que le son 
esenciales, pero la voluntad libre no es cuantificable en bienes debido a que es invaluable. 
La sentencia T-717-2010 presenta una excepcionalidad y se configura en que, en un principio 
si a las personas a las cuales se les suspende la prestación del servicio reconectan de manera 
ilegal y fraudulenta el mismo, impediría automáticamente la tutela de sus derechos porque de 
hacerlo sería premiar el delito, lo cual el sistema jurídico aborrece; sin embargo, la Sala Primera 
de Revisión de la Corte Constitucional hace una excepción aclarando que solo se aplica siempre 
que en el inmueble no se encuentren personas que posean una garantía mayor como lo son los 
adultos mayores o los niños, por ende, debe prevalecer la protección constitucional, dado que el 
Estado tiene que garantizar los derechos fundamentales de las personas que se encuentren en 
estado de vulnerabilidad. 
Las mismas sentencias de la Corte Constitucional llevan a establecer un nuevo grupo de 
derechos, porque el derecho está en constante creación respecto a los cambios sociales y los 
imaginarios del hombre como sociedad; esta vez, aparece en el marco normativo la categoría de 
derecho social-fundamental, la revolución de los derechos sociales se encuentra aquí, porque 
dentro del ordenamiento jurídico se encuentra el choque de la subsidiariedad de la acción de 
tutela y el mecanismo de protección de los derechos sociales, acciones de grupo y populares. 
La cuestión se resume en que, hasta hace unos años, si cualquier ciudadano ve afectado el 
derecho a consumir de manera permanente el bien hídrico debe acudir a las acciones de grupo o 





obligado a declarar la existencia de otros mecanismos de protección constitucional que se pueden 
utilizar antes de la acción de tutela.  
Ahora, un derecho social como lo es el derecho al agua se puede tutelar de manera directa sin 
necesidad de agotar otros recursos que dilatan la obtención del recurso hídrico. Pues en una 
segunda etapa la Corte Constitucional considera la conexidad del derecho al agua con otros 
derechos fundamentales, en especial conexidad con la dignidad humana, pilar fundamental del 
Estado moderno. 
Finalmente, en una tercera etapa la Corte Constitucional va más allá, de la mano de los 
magistrados creadores de derecho y unas cortes constitucionales activas establecen que el agua 
es un derecho fundamental, que no por ser fundamental pierde su carácter de social; En el 
presente trabajo se encuentra un nuevo grupo de derechos, el agua será entonces, un derecho 
social-fundamental.  
En la sentencia T-616-2010 se encuentra un caso en el que el ciudadano accionante no cuenta 
con el agua en su vivienda desde el año 2007 y en repetidas ocasiones ha instado a la empresa 
pública para que se le conecte una red de alcantarillado y la única respuesta que ha recibido es 
que, al no encontrarse situada su vivienda en el marco de las redes de alcantarillado habilitadas 
en el terreno, a EPM le es imposible prestar el servicio. 
El agua tiene una connotación especial tanto en el derecho nacional como internacional según 
el artículo 79 del Pacto Internacional de Derechos Económicos y Sociales, (NacionesUnidas, 
1966) el agua se considera un derecho colectivo;  igualmente, el artículo 366 de la Constitución 
Política de Colombia indica que es un derecho prestacional que se encuentra a cargo del Estado; 





discriminación contra la mujer, donde se especifica que los Estados deben garantizar el derecho a 
la mujer de gozar de las condiciones de vida adecuadas. 
La Corte Constitucional precisa que el derecho al agua tiene tres perspectivas: disponibilidad, 
calidad y acceso, pues de nada sirve contar con un acueducto instalado en un inmueble si no se 
presta el servicio y no vale tampoco la prestación inadecuada del mismo, dado que las 
contaminaciones en las aguas de alcantarillado pueden generar problemas de salud en quien la 
consuma. 
Entonces, el agua será un derecho de carácter fundamental mientras sea destinada para el 
consumo humano como lo es en el caso presente T-616-2010, la Corte Constitucional busca con 
esta sentencia que se proteja el consumo humano de agua, pero no solo en cantidades mínimas 
sino en cantidades aceptables para satisfacer las necesidades de cada individuo que ocupe el bien 
inmueble. 
Para la Corte Constitucional, es válida la premisa bajo la cual construir redes de alcantarillado 
necesita una inversión que debe hacerse de la mano del sector privado y consta de tiempo, pero 
este no es argumento suficiente para dejar de prestar el suministro de agua, se deben buscar 
medios como carro tanques de agua para abastecer a las poblaciones que no cuenten con un 
acueducto mientras se crean nuevas redes operantes de alcantarillado. 
Siguiendo con la sentencia T-312-12 los magistrados consideran que el agua es un derecho de 
carácter fundamental, siempre que la misma esté destinada al consumo humano, puesto que en 
ese caso es núcleo fundamental de otros derechos, tales como el derecho a la vida y la dignidad 
humana. Los accionantes contaban con el servicio agua potable solo durante una hora los 





acudir a la recolección manual de agua lluvia, lo que se imposibilita en las épocas de verano 
intenso. 
La Corte Constitucional obliga proveer de manera diaria el mínimo vital de agua 
correspondido a cada vereda, lo que es igual a 100 o 150 litros de agua diaria por persona, según 
lo establece la Resolución 1096 del 17 de noviembre del año 2000 del Ministerio de Desarrollo 
Económico. 
Para la Corte Constitucional, existen derechos que se han de suministrar de manera 
progresiva, lo cual hace que el Estado proteja el derecho hasta el límite de sus capacidades, pero 
así mismo existen derechos que cuentan con el carácter de prestacional, es decir que no se le 
puede pedir al ciudadano que él mismo, en su transcurso normal, supla el derecho y que sea 
atendido eventual o excepcionalmente por el Estado; cuando se habla de un derecho prestacional 
se refiere a un derecho que debe ser suministrado de forma permanente por el Estado. 
Entonces, cuando se trata de derechos prestacionales, no se le puede decir al consumidor que 
su derecho no puede ser tutelado por la falta de capacidad financiera del Estado, porque este 
argumento serviría para ampliar las brechas sociales del Estado y justificar cualquier falencia del 
mismo.                  
La sentencia T-891-14 es relevante para la investigación porque allí la Corte Constitucional 
ordenó a la empresa privada encargada del suministro a que se preste el servicio adecuado, 
garantizando un mínimo de 50 litros por persona, dejando en claro cuál es el mínimo vital.  
El Decreto 2591 de 1991 es el que regula la tutela en Colombia y en su artículo 5 considera 
que la acción de tutela defiende cada derecho fundamental es se caracteriza por ser informal 
preferente y expedito y se puede utilizar en contra de hechos o acciones u omisiones que generen 





Según el artículo 6 del mismo decreto, la existencia de diferentes medios de protección 
constitucional hace que no sea procedente el uso de la acción de tutela idóneos para proteger los 
derechos; del mismo modo, no se puede acceder a la acción de tutela con el fin de defender 
derechos colectivos, a menos de que busque proteger un posible perjuicio irremediable, porque 
para estos últimos se tienen las acciones populares y de grupo. 
La protección a derechos sociales y culturales como el medio ambiente sano o el agua, deben 
ser en un principio reclamados bajo las acciones populares y de grupo, pero la Corte 
Constitucional apela a que en el presente caso T-891-14 existen ciertas situaciones subjetivas que 
afectan directamente derechos individuales que merecen ser amparados por el mecanismo 
constitucional de la tutela. Es decir, el daño colectivo afecta directamente a un derecho 
fundamental; el segundo caso para aceptar la tutela, cuando lo que se busca es evitar un perjuicio 
o un daño irremediable. 
Cuando se contaminan los ductos de agua potable con aguas residuales del alcantarillado 
público, indudablemente se afecta el derecho a la vida digna y a la salud, lo cual pone en riesgo 
el derecho a la vida y se vulnera directamente el derecho al agua potable de manera individual. 
Por lo tanto, resulta inaceptable que se trabe el cursar del ejercicio constitucional de la tutela bajo 
el señalamiento de que se están violando derechos colectivos. 
La Constitución Política de Colombia, en su artículo 366, menciona al suministro de agua 
potable como un fin esencial del Estado; dicho artículo se debe leer en concordancia con el 
artículo 76 de la Constitución Política de Colombia, que señala la importancia del ambiente sano 
para cada persona, el cual es un derecho igualmente tutelable. 
Finalmente, en la Sentencia T-100-17 el caso consiste en que los accionantes carecen de la 





la facturación del servicio de agua, la Corte Constitucional decidió tutelar el derecho 
fundamental al agua potable al actor. Ordenando el suministro de agua potable de 50 litros de 
agua por persona, lo que se considera el mínimo vital y declara efectos interpartes, para que 
todos los habitantes del sector se beneficien de la decisión; lo que garantiza la doble connotación 
del derecho al agua potable como derecho individual y personal, y como derechos social y 
colectivo. 
En materia de agua potable, la subsidiariedad se encuentra referida en la sentencia T-245 de 
2013, donde se señala que el derecho del agua y de la prestación del servicio público de 
acueducto, por regla general se debe tramitar ante el juez ordinario bajo la figura de acción 
popular; sin embargo la garantía del mínimo vital sí se puede exigir mediante acción de tutela y 
en el presente caso se acepta la acción de tutela porque existen personas de especial protección 
constitucional. 
La Constitución Política de Colombia que no reconoce expresamente el derecho al agua 
potable como fundamental, pero de manera indirecta relaciona los derechos y deberes estatales 
con el bien, en su artículo 79 resalta la salvaguarda de las fuentes hídricas; el artículo 365 
exhorta al Estado a instalar redes adecuadas de acueducto y alcantarillado para todos los 
habitantes; el artículo 80 establece que se debe proteger el medio ambiente a través de políticas 
amigables con el medio ambiente. 
Por otro lado, en el derecho internacional de los derechos humanos se encuentra al Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales en la observación general número 15 de 2002, 
quien ratifica al agua como derecho fundamental. Asimismo, se acompaña de pactos como la 





se obliga a los Estados a cuidar los recursos hídricos y a ajustar sus legislaciones en pro de la 
defensa del agua. 
ARGUMENTACIÓN DE LOS DATOS OBTENIDOS EN EL ANÁLISIS 
JURISPRUDENCIAL 
El neoliberalismo llega a Colombia a mediados de la década de los años 80 cuando las 
políticas públicas se dejan guiar por las directrices del fondo monetario internacional, el Banco 
Mundial, y la Organización Mundial de Comercio. Dicha situación trajo consigo la apertura de 
los mercados, la privatización del sector público y las reformas de carácter general. (Bocanegra, 
H. Matias, S. Carvajal, J., 2015, págs. 185-194) 
En este ámbito, Albert Hirschman partió de a la idea conformista de diversas poblaciones, 
dado que cada sociedad se ha limitado y conformado a vivir con ciertas condiciones negativas y 
con comportamientos anti funcionales, para el autor se requiere que existan normas e 
instituciones que fijen límites para alcanzar los fines deseados, con un sistema funcional 
aplicable no solo a los servicios públicos sino también a todas las prácticas empresariales, en 
especial si son prácticas monopolistas y prácticas comerciales que inmiscuyan al Estado y al 
bienestar público. (Hirschman, 1977) 
El deterioro empresarial y las prácticas anti funcionales se alimentan de sí mismas y crecen 
espontáneamente, a partir de ese miedo es que se crea un nuevo sistema que evite la hecatombe y 
que transforme desde las malas prácticas hacia el buen funcionamiento. Por otra parte, la 
competencia y el mercado libre regulan las relaciones de los consumidores y de los empresarios, 
la competencia sirve para mejorar la experiencia del consumidor final, debido a que contará con 





 No obstante, este panorama no existe en productos que tengan un solo proveedor, es decir, 
cuando se está frente a un monopolio, este tiende a deteriorar el bienestar del consumidor, ya sea 
subiendo los precios, al ser solo una la opción o bajando la calidad de los productos, sin contar 
con que se pierde la diversidad de variables en los productos. 
De tal modo, los monopolios perjudican la libre competencia, pero esto no quiere decir que 
los monopolios deban ser abolidos en su totalidad, pues en casos como el suministro de agua 
potable o la prestación del servicio de energía, se debe requerir de un monopolio debido a que de 
otra forma no sería rentable la prestación de los servicios. 
Para la Corte Constitucional, el agua tiene tres vértices: el primero el recurso hídrico como 
garantía de la vida animal en el planeta tierra; el segundo, como un recurso primordial para 
mantener las condiciones de vida mínimas para el ser humano de manera colectiva; y el tercero, 
el vértice individual que en marca al derecho al agua como un derecho fundamental inherente a 
cada persona y que puede ser tutelable para su reconocimiento.  
Así pues, no importan los obstáculos físicos que tenga el municipio para garantizar el servicio 
de agua potable, el municipio está obligado a buscar alternativas para suministrar el mínimo vital 
a cada habitante de su circunscripción. Finalmente, los efectos de la mayoría de sentencias son 
efectos interpartes, es decir, se extienden a quienes se encuentren en la misma situación del 
accionante, lo cual muestra un giro en la dualidad de la concepción del agua, pues las políticas 
estatales y gubernamentales emiten comunicados, señalando al agua como bien social que 
pareciese no puede ser tutelable, pero es todo lo contrario porque el agua se puede tutelar de 






La indebida prestación de servicios públicos afecta a los sectores más vulnerables. (Corte 
Constitucional, T-891-14) Y de acuerdo con los estudios hechos por las Naciones Unidas, 
indican que para el año 2070, el país contará con 4 grados más de temperatura, lo que demuestra 
la importancia del calentamiento global en la administración del servicio; la cobertura depende 
de las diferentes municipalidades que cuentan con la obligación de llevar el acueducto a cada 
rincón de su jurisdicción.  
No es excusa el hecho de que una autoridad alegue no tener recursos para prestar un servicio, 
dado que se debe buscar la forma de garantizar cada derecho fundamental de manera plena, pues 
de lo contrario se afectaría la dignidad humana y llevaría a un estado de cosas inconstitucional 
para la comunidad que se vea afectada. En los procesos fiscales y de mantenimiento de las redes 
de alcantarillado y acueducto, se debe tener en cuenta a la comunidad como veedora y como 
actor principal de cada proceso o cambio que la pueda afectar directamente. (Corte 
Constitucional, T-312-12) 
El agua sería un derecho fundamental siempre que su uso sea el de cubrir necesidades 
alimenticias de los seres humanos y que los argumentos que aducen la negación de la prestación 
del servicio por falta de estudios técnicos no son suficientes para que el prestador del servicio no 
suministre de manera constante e ininterrumpida el suministro de agua. 
El servicio público de acueducto no puede limitarse a la del suministro de agua irrisoria, debe 
ser constante y de calidad para que se preste el servicio sin necesidad de acudir a la acción de 
tutela para amparar ningún derecho, y es así como a partir de esta sentencia que las empresas 
públicas prestadoras del servicio de acueducto no se pueden excusar en que prestan el servicio si 





desarrollar su personalidad, jugando un papel útil en la sociedad, pues de lo contrario afectaría su 
dignidad humana. (Corte Constitucional, T-616-2010) 
En un principio cuando una persona reactiva la conexión del acueducto de manera ilegal 
pierde de pleno derecho la posibilidad de tutelar el derecho al agua y recibir una reconexión bajo 
el amparo del mínimo vital. No obstante, la Corte asegura que la conexión ilegal pierde 
relevancia jurídica cuando los que se benefician de dicha reconexión sean personas que se 
encuentren en condición de especial protección constitucional; precisamente, en este caso, las 
personas que realizaron la reconexión fraudulenta deberán resarcir los daños y perjuicios 
causados, pero la empresa prestadora del servicio deberá restablecer la prestación del servicio 
incluso cuando la suspensión del mismo se haya hecho por la falta de pago en la facturación. 
(Corte Constitucional, T-717-2010) 
CAPÍTULO III  
RESPUESTA INTERDISCIPLINAR AL MECANISMO DE PROTECCIÓN DEL 
DERECHO AL AGUA COMO DERECHO SOCIAL-FUNDAMENTAL 
Para desarrollar el presente trabajo de investigación es necesario responder a la pregunta de 
investigación la cual es ¿Cuál es mecanismo de protección que tienen los usuarios en el marco de 
las acciones constitucionales bajo el modelo de la Constitución de 1991, la jurisprudencia, la 
doctrina y la Ley 142 de 1994? Para responder la anterior pregunta es necesario definir la 
importancia del derecho al agua como derecho fundamental, entendido no desde una mera 
perspectiva legal sino con una respuesta mucho más profunda donde la bioética y la filosofía 
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El desarrollo de la investigación está enmarcada por el choque entre tres variables que se 
entienden como v1 derecho al agua V2 servicio público y v3 dignidad humana. Pues estos tres 
valores se entrelazan entre sí para definir si el derecho al agua se puede proteger mediante las 
acciones populares y de grupo o se puede tutelar directamente como derecho fundamental; Los 
conceptos anteriormente mencionados llevan a debatir sobre la importancia de la creación de una 
ley estatutaria que regule el acceso al agua en Colombia.   
El agua es un derecho social fundamental que se puede tutelar teniendo en cuenta las sub 
reglas que ha generado la Corte Constitucional a lo largo de su jurisprudencia, es clave señalar la 
evolución de los derechos sociales que, en algunos casos excepcionales y bajo ciertas premisas 
han evolucionado para ser derechos sociales fundamentales; en el marco constitucional de los 
servicios públicos en Colombia, la Carta Política de Colombia indica en su artículo 370 que el 
Estado asumirá la responsabilidad de vigilar y controlar a las empresas prestadoras de servicios 
públicos; de allí que se cree la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, de igual 
modo, en el artículo 366 se le da una relevancia mayor al suministro de agua potable, dado que 






indispensable para la realización de cualquier proyecto de vida y del libre desarrollo de la 
personalidad.  
Para la Corte Constitucional, el derecho al agua es un derecho fundamental:  
“Cuando está destinada al consumo humano; cuando ella es necesaria para preservar la 
vida, la salud o la salubridad de las personas; cuando existe afectación particular del derecho 
fundamental en cabeza de una, varias o múltiples personas o cuando existe la amenaza de 
consumación de un perjuicio irremediable”.(Sentencia T-752/11, num. I) 
Siempre que se hable del derecho al agua se debe empezar por el al medio ambiente y la salud 
digna, puesto que así lo consagra la Constitución Política de Colombia, son las relaciones de 
reciprocidad y de cooperación las que hacen que el sistema jurídico clasifique derechos y les dé 
la categoría de fundamentales o no. (Ruiz, 1994) 
Entre tanto, se debe proteger el uso residencial del agua por encima del uso comercial o 
industrial, es el artículo 30 del Decreto 1594 de 1984 el que enuncia lo que se entiende por uso 
doméstico: 
 “se entenderá como uso doméstico del agua toda actividad tendiente a satisfacer las 
necesidades primarias de un individuo tales como la creación o cocción de alimentos en 
general, la bebida directa, y la destinada a cubrir necesidades individuales o colectivas de 
higiene personal y limpieza de utensilios”. (Decreto 1594, 1984) 
El Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales le da una mayor importancia al 
agua en su uso agrícola, pues de allí depende la sostenibilidad alimenticia de las poblaciones, y el 
desarrollo económico de los campesinos más desfavorecidos, el Estado les debe garantizar un 





Cabe señalar que en el marco constitucional de los servicios públicos en Colombia, la Carta 
Política de Colombia indica en su artículo 370 que el Estado asumirá la responsabilidad de 
vigilar y controlar a las empresas prestadoras de servicios públicos; de allí que se cree la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, de igual modo, en el artículo 366 se le da 
una relevancia mayor al suministro de agua potable, dado que es un derecho fundamental que es 
núcleo esencial de otros derechos fundamentales y es indispensable para la realización de 
cualquier proyecto de vida y del libre desarrollo de la personalidad.  
De esa forma, la Constitución Política de Colombia en su título VII capítulo V llamado “De la 
finalidad social del Estado y de los servicios públicos” en su artículo 365 referente a los servicios 
públicos resalta que el Estado Social de Derecho debe garantizar la dignidad humana y se debe 
encargar del suministro eficiente de los servicios públicos a todos los habitantes del territorio 
nacional, pues los servicios públicos se han de considerar como una finalidad estatal. 
Como se mencionó, fue el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales que nació 
del Pacto Internacional de Derecho Económicos Sociales y Culturales, el que definió el derecho 
al agua como “el derecho de todos de disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y 
asequible para el uso personal o doméstico” (Sentencia T-740/11, preámbulo). El Comité de 
Derechos Económicos Sociales y Culturales, en su observación número 15, artículo 11, afirmó 
que los Estados partes del convenio se encuentran en la obligación de reconocer en sus 
regulaciones internas un nivel de vida adecuado, lo que enmarca a la alimentación, vestido y 
vivienda de calidad, sin desmeritar los demás derechos humanos consagrados por pactos y 
convenios internacionales, con la advertencia de que quienes garanticen adecuadamente dichos 
derechos están en la obligación de mejorarlos progresivamente, partiendo de la cooperación 





Así mismo, existen obligaciones que nacen del interés por la protección mundial del derecho 
al agua, dichas obligaciones enmarcadas por el mismo Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales exhortan a los Estados para que adopten medidas legislativas, procesos 
económicos y planeaciones presupuestales. La Convención de las Naciones Unidas sobre el 
desarrollo sostenible, llevada a cabo en Río de Janeiro en junio de 2012, aseveró que el agua es 
centro de otros derechos, se necesita del agua para poder hacer efectivos los derechos y es por 
esto que el agua debe ser protegida y tiene un carácter objetivo, puesto que no depende de la 
raza, la religión, el estrato social o la tendencia política para que una persona tenga acceso a ella, 
es una necesidad básica y fundamental de todos los seres humanos (Cánovas, 2012). 
El Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales le da una mayor importancia al 
agua en su uso agrícola, pues de allí depende la sostenibilidad alimenticia de las poblaciones, y el 
desarrollo económico de los campesinos más desfavorecidos, el Estado les debe garantizar un 
sistema de producción sostenible, en relación con el uso de los suelos y del agua. 
Como se ha visto el planteamiento de un modelo de agua potable, se basó en la sostenibilidad 
económica de los mismos, dejando a un lado la importancia de los estudios socioculturales, lo 
cual ha dificultado la cobertura y ha hecho imposible la gobernabilidad en ciertas zonas del país. 
Los recursos hídricos cuentan con un grave índice de contaminación, causados por la 
sobrepoblación y la sobreexplotación de recursos naturales (Tello, 2018); no obstante, la escasez 
de recursos hídricos se da finalmente por una falta de gobernanza y de gobernabilidad, pues el 
problema real es la distribución inequitativa del recurso.  
Mientras tanto, para las Naciones Unidas, en su informe “El agua, una responsabilidad 
compartida” y en su segundo informe de recursos hídricos, asegura que el agua dulce que se 





cantidad existente en el globo terráqueo se puede suministrar líquido potable incluso al doble de 
la población mundial, el problema entonces es el de un abastecimiento ineficaz, mas no de una 
falta de agua dulce. 
Entonces, la mala distribución del agua se debe a la corrupción, al gasto innecesario y mal 
enfoque que se le da al tratamiento del agua en los diferentes gobiernos por parte de las entidades 
encargadas, así como la falta de recursos públicos y privados invertidos en la infraestructura 
necesaria para un suministro constante; es enorme la burocracia necesaria para generar proyectos 
de inversión. 
Por otro lado, el uso del agua en las poblaciones que cuentan con el servicio es un uso 
desmesurado, cada habitante del planeta contamina más y más, en parte, gracias a la falta de 
educación y sensibilización. Los estudios generados por las Naciones Unidas en su segundo 
informe indican que un cambio en la demanda permitiría garantizar el uso del bien hídrico a 
poblaciones que aún no gozan del mismo, de una manera más rentable y eficiente; la crisis por la 
que afrontan los países con problemas de suministro de agua nace en el modo en que rigen el 
acceso al mismo y en la política que se utilizan para controlar el uso del bien (Naciones Unidas, 
2010). 
El agua es un derecho fundamental pues así lo ha dicho la Corte Constitucional, el derecho ha 
evolucionado para determinar que existen derechos sociales que pueden ser fundamentales, en un 
principio se creía que para intentar proteger un derecho se debe probar la individualidad del 
mismo, pues para proteger derechos sociales existen medios de acción como las acciones de 
grupo o las acciones públicas; la tutela al tener un carácter subsidiario solo se podía utilizar 





Hoy en día se puede acudir directamente la tutela con el fin de salvaguardar el consumo 
humano de agua potable como derecho fundamental. Sin embargo, la respuesta al problema de 
investigación presentado no se puede limitar a una respuesta técnica jurídica que seleccione las 
sub reglas del marco jurídico presentado, por el contrario, se deben buscar las causas de la falta 
de cobertura del bien. 
El plan director de agua y saneamiento básico muestra la visión estratégica del estado desde 
2018 hasta 2030, en él se enmarca la política pública que al día de hoy cobija la gestión adecuada 
del recurso y lo que se busca es que el campesinado haga un uso mínimo del bien para garantizar 
la preservación del mismo. 
Mientras tanto para las grandes multinacionales explotadoras de recursos naturales como el 
petróleo o el oro, se les permite el uso indiscriminado del bien sin retribución alguna al medio 
ambiente. 
Lo que si contempla el plan director del agua es que para garantizar la cobertura que se 
encuentra fragmentada hoy por hoy, se deben realizar estudios para garantizar la viabilidad de 
los proyectos “construcción de alcantarillado público” y que dependiendo los resultados de los 
estudios se preferirá sustituir paulatinamente la inversión pública para dejar de invertir en 
proyectos menos rentables por unos de mayor envergadura, lo que traduce, que el Estado 
colombiano seguirá discriminando a las personas de escasos recursos que requieren del bien para 
su subsistencia prefiriendo a las multinacionales que desangran la Tierra a su paso. 
El progreso es vital para la movilidad económica de la nación, sin embargo, los impuestos que 
pagan estas compañías son insuficientes para mitigar el impacto ambiental. Las irrisorias regalías 
que recibe el estado de cada empresa concesionaria que explota recursos naturales no ni siquiera 





de recursos si se genera un gasto excesivo de agua, deberían emprender proyecto en pro de la 
conservación de cuencas y de cualquier otro generador de agua potable, pues la pérdida del 
recurso extraído se suma con la pérdida del bien hídrico. 
La doble moral del estado al tratar en condiciones desiguales a las multinacionales y al 
campesinado dan evidencia de los valores morales que se quieren premiar en la sociedad; el 
cambio social para garantizar la cobertura a nivel nacional pasa por la inversión y por las 
políticas públicas, pero finaliza en el impacto social del uso del bien. 
Una de las causas de la inoperancia del estado frente a las poblaciones alejadas es la misma 
geografía nacional; sumado a ello se encuentran cada vez más los problemas ambientales que 
imposibilitan la distribución del bien, problemas ambientales creados por el mismo hombre y que 
deben ser remediados en pro de la satisfacción de los derechos fundamentales en general. 
De allí que sea la ética de la responsabilidad una solución que va más allá de lo jurídico, para 
(Martinez J. , 2014) existe una ética de la responsabilidad frente al medio ambiente y los 
gobiernos tienen la obligación de infundir esta ética frente a los asociados; dicha ética podrá 
efectuarse mediante a la heurística del miedo la que se define como el uso del poder de coerción 
del Estado, que no tiene que esperar a que las personas tomen conciencia de sí mismo sino que 
las obliga de manera esperanzadora a cambiar sus formas de consumo. 
El capitalismo salvaje ha hecho que los recursos naturales se vean como meras fuentes 
primarias de creación de riqueza, el 70% de la población piensa que el medio ambiente significa 
un medio para el desarrollo técnico y científico, pero son unos pocos los que en realidad se 
benefician económicamente del medio ambiente y el supuesto progreso no deja más que 





Es por ello que se requiere de manera urgente no solo la cobertura de la prestación del 
servicio sino un cambio en las políticas públicas, en la educación ciudadana y en la ética 
ecológica que permita el progreso capitalista a través de un desarrollo sostenible, pues son una 
minoría marginada la que genera riqueza a costa de la errada distribución del recurso básico. 
De otra parte, este cambio conceptual de cosmovisión frente a la naturaleza debe ir 
acompañada de un cambio en la ideología globalizadora (Martinez J. , 2014) el concepto de los 
Estados Nación como forma moderna de sociedad no son suficientes para afrontar la 
preocupación medioambiental; la multiculturalidad dentro de los mismos estados hace que se 
conjuguen diferentes modos de pensar y la distribución del agua potable al igual que la del 
petróleo o de cualquier otro recurso natural, no está repartido geográficamente de manera 
equitativa, la cooperación internacional será herramienta esencial para administrar el recurso, no 
en pro de quien la pueda comprar, sino en pro de las personas y en beneficio de la naturaleza 
misma.  
Los mercaderes y sus voceros los políticos, ven en el agua como en la educación o en la 
biodiversidad no derechos sino bienes, es el deber de los juristas establecer pautas coercitivas 
que tiendan a cambiar la mentalidad, pues el agua no es un bien, es un derecho. 
La democracia ha de ser el camino, entendida no como el medio de participación idóneo en 
cada Estado, sino como el mecanismo mediante el cual los diferentes estados sin importar su tipo 
de gobierno, se puedan acercar en políticas globales para la preservación de la existencia. 
En un principio la bioética se entendía como la simple ética biomédica, sin embargo, el 
concepto ha evolucionado, para también hablar de bioética cuando se tocan temas relacionados 
con un feto o la naturaleza o los animales y se basa en cuatro principios esenciales: Autonomía, 





humano y de su entorno; Se trae a colación dicho concepto porque ya se ha utilizado para hablar 
de temas como la legalización o no del aborto y se debe traer para restructurar la ley de servicios 
públicos. 
Colombia cuenta con una Ley del año 1994 para la regulación general de los servicios 
públicos, que no discrimina de un servicio frente a otro, si bien se han actualizado normas 
referentes al uso del internet y televisión y ya tienen un régimen especial; Sigue una norma del 
siglo pasado la que regula el derecho al agua y que a pesar de las precariedades técnicas de la 
nación para cubrir la cobertura, se limita a precisar las normas contractuales de usuario-empresa 
y trata al agua como un bien del cual solo pueden gozar quienes tienen capacidad económica 
suficiente y cuentan con el lobby suficiente para garantizar el mantenimiento e instalación de 
redes de alcantarillado. 
Una nueva normatividad es necesaria para esclarecer el derecho al agua que tiene diversos 
vértices: Como derecho social, como derecho individual, como derecho humano y como derecho 
fundamental, la misma nueva normativa debería dejar en claro que el agua es un derecho 
fundamental y que no es excusa señalar la falta de recursos estatales para omitir la instalación de 
una red de alcantarillado en la población. 
Hoy día existen organizaciones que hacen lobby para que el Congreso de la República declare 
al agua como derecho fundamental  (Red Nacional De Acueductos Comunitarios, 2019) pero 
cualquier persona que lea el presente trabajo entenderá que el papel del juez ha cambiado y las 
instituciones modernas cuentan con el activismo judicial que crea derecho y que en repetidas 
ocasiones han especificado que los derechos tienden a evolucionar para tener una doble 





fundamental que debe ser respetado bajo la figura del mínimo vital, pues es el mínimo vital lo 
que una persona necesita para garantizar sus necesidad básicas y con ello su dignidad humana. 
Imaginar la vida y el día a día de una persona que no cuenta con el servicio de agua potable en 
su hogar es terrorífico pero es la realidad que muchos colombianos padecen por la ineptitud 
estatal, la burocratización de la contratación estatal, la corrupción y la falta de empatía de los 
compatriotas que no se preocupan por los sectores marginados. La dignidad humana queda 
reducida al papel de la Constitución Política de Colombia cuando las personas de los sectores 
periféricos gozan del servicio de agua por carro tanques que le suministra un balde de agua dos 
veces por semana. 
Las enfermedades están a la orden del día en la Guajira donde las comunidades deben tomar 
agua de fuentes contaminadas e imaginar a una persona que no puede lavar sus ropas o su cuerpo 
es simplemente desgarrador.  
El presente trabajo busca enmarcar una solución tan holística como el problema, pues no 
bastaría con la actualización de la normativa jurídica para solucionar la mala distribución del 
recurso hídrico, ni para la falta de bioética en el consumo del agua, pues las personas 
desperdician el bien como si fuese un recurso ilimitado. 
La naturaleza posee derechos que son tan importantes como los derechos humanos, seria 
utópico pensar en un régimen taxativo de derechos exclusivos para los animales y que se 
equiparen a los derechos de los seres humanos, pero debe ser el desarrollo sostenible pilar 
fundamental del Estado mismo. Para que sea reprochable cualquier conducta que atente contra la 
naturaleza, ya sea maltrato físico contra los animales o el uso indiscriminado del agua. 
En un principio los derechos de la naturaleza pueden ser llamados derechos de la post 





crueldad hacia los animales, se habla que los derechos humanos no pueden limitarse 
exclusivamente a la especie humana El dominio incontrolado de los recursos naturales que deja 
al hombre como ser supremo y dueño de la naturaleza, desprotege a quienes no pueden hablar, 
plantas y animales.     
El antropocentrismo ha creado una línea filosófica que deja a un lado la naturaleza como si el 
ser humano fuese un ser alienado de su ecosistema o de su entorno natural, ha llevado a pensar 
que los daños a la naturaleza son daños menores, pensamiento que preocupa pues bajo la misma 
premisa de daños menores se justificó la esclavitud, el racismo y el patriarcado, pues se 
consideraba que esas formas de discriminación no eran más que perjuicios irrelevantes que se 
debían aceptar simplemente para mantener el estatu quo. Se debe crear una nueva regla de oro 
como principio de la humanidad “no hagas a otra especie lo que no quisieras que hicieran con la 
tuya” (Fox, 1978). 
Este régimen de derechos protectores de los animales debe extenderse a la naturaleza misma, 
pues es evidente que el mal uso del recurso hídrico debilita el sistema de suministro del agua, es 
aquí donde el concepto de bioética toma fuerza pues la bioética se debe positivizar, no solo para 
los procedimientos médicos con los seres humanos, también en referencia a los derechos de la 
naturaleza en general. 
De allí la importancia del desarrollo sostenible para garantizar el derecho fundamental del 
agua, de la salud y de la vida a la población. (ONU, 1992) Se parte de la idea que los recursos 
naturales son finitos, limitados y están mal repartidos. Se debe buscar un crecimiento controlado, 
que permita una sociedad civil con responsabilidad global hacia los recursos naturales, 






Hasta ahora no se ha incluido el circulo virtuoso del decrecimiento sereno (Martinez J. , 2016) 
en ninguna de las políticas públicas, dicho circulo enmarca principios tales como: restructurar, 
redistribuir, reducir, reutilizar y reciclar, que deberían ser incluso constitucionales en un Estado 
Social de Derecho comprometido con la naturaleza y el desarrollo sostenible. 
 
POLÍTICAS PÚBLICAS Y BIOPOLÍTICA COMO GARANTÍA DE LA 
CONSERVACIÓN DEL RECURSO HÍDRICO 
 
En Colombia, el agua se encuentra tipificada como un servicio público (Congreso, 1994, art. 
1) y como derecho fundamental que debe garantizarse a la totalidad de sus habitantes, dado que 
Colombia se basa en un sistema que defiende la dignidad humana y el agua debe ser uno de los 
derechos fundamentales más importantes, pues no solo es garantía del aseo personal sino de la 
seguridad alimentaria y de la vida misma, es grave encontrar que en las poblaciones más 
vulnerables no se satisface el derecho al mínimo vital de agua. 
“Las decisiones respecto a la administración del agua recaen en el gobierno, es él quien 
decide como los recursos hídricos son conservados, asignados, manejados, utilizados y 
protegidos, entonces los problemas del agua son problemas de gobernabilidad” (Zúñiga, 2008, 
p.). 
De tal modo, las políticas públicas estudiadas dan fe de que para el gobierno el agua se ha 
convertido en un derecho social que se garantiza hasta el tope de recursos financieros y 
destinados para este fin, lo cual contradice los lineamientos dados por la Corte Constitucional, 
pues lo que define qué es un derecho social o no, no son los lineamientos estatales o de gobierno, 





el  titular del derecho cuenta con mecanismos de defensa tales como la tutela para hacer valer un 
derecho, entonces el derecho se considera un derecho fundamental por sí solo (Abramovich & 
Courtis, 1997). 
El régimen de vigilancia, inspección y control hace referencia a la injerencia y subsistencia de 
las entidades prestadoras del servicio que puede llegar a ser establecida por el derecho público, 
en materia de servicios públicos domiciliarios. Dicha inspección puede ser realizada por agentes 
estatales de orden público, así como por autoridades privadas o las mismas comunidades son 
quienes pueden realizar veeduría de los servicios, ya la Constitución Política de 1991 establecía 
que de acuerdo con los artículos 365 y 370, es el Estado quien encabeza la inspección el control 
y la vigilancia de los servicios, bajo el propósito de garantizar su salvaguarda en medio de un 
Estado Social de Derecho. 
Claramente, la vigilancia y control es propia del Estado, por lo que es inaceptable la postura 
de algunos doctrinantes quienes afirman que el Estado ha perdido potestad con respecto a los 
servicios públicos en los últimos años, pues, aunque ha perdido la capacidad para prestar los 
servicios públicos de manera directa, es el Estado quién vigila y controla la prestación y 
regulación de los mismos; tal distinción se debe realizar para establecer una postura correcta. 
De tal forma, la normatividad vigente (Ley 142 de 1994), en sus artículos 42 a 52, dictamina 
que en el control y vigilancia deben tener coherencia los fines y objetivos de los que prestan los 
servicios públicos y los propósitos del Estado Social de Derecho. De acuerdo con ello, se 
establece la importancia de la existencia de una auditoría externa, control fiscal, control interno, 
control político y control disciplinario. Los dos últimos desarrollados por los Comités de 
Desarrollo y Control Social, y por las corporaciones públicas como la asamblea y el concejo; de 





Domiciliarios, el cual es el principal organismo de carácter técnico que se encarga de la 
vigilancia y control de la prestación de servicios públicos en Colombia; la superintendencia es un 
órgano adscrito al Departamento Administrativo Nacional de Planeación, que se encarga de 
proyectar actos administrativos de carácter jurídico que fijan la primera y segunda instancia de 
negación, corte y suspensión del servicio, así como los pleitos relacionados con facturación. 
Es la sociedad misma a través de la academia la que debe buscar la solución a los conflictos 
sociales que genera la falta del recurso hídrico en cada población y la respuesta no solo debe ser 
la creación de acueductos comunitarios la respuesta debe ir más allá en búsqueda de proyectos de 
optimización de los acueductos ya existentes para que cada acueducto sin importar si goza de 
carácter público mixto o privado, suministre agua de alta calidad sin importar la ubicación 
geográfica de las comunidades ni la estratificación social de cada predio.   
La falta de competencia en el mercado de suministro de agua hace que las prácticas 
monopolistas afecten al comprador final pues el usuario no tiene poder de decisión ni tienen 
poder de mercado para que las empresas se vean obligadas a competir entre ellas dando mejores 
garantías a los ciudadanos, garantías tanto económicas como de calidad del servicio. 
Los servicios públicos no pueden ser suspendidos, entonces los entes reguladores han dejado 
de ser vigilantes para convertirse en meros asesores que intervienen en épocas de crisis para 
salvar a la entidad prestadora del servicio que a su vez es rescatada por la inyección de recursos 
públicos, desvirtuando así la verdadera función de los entes de control la cual es la de vigilar y 
controlar.  
Se debe hacer todo lo contrario a lo que se ha venido haciendo, se debe incentivar al 
empresariado privado para que a través de la competencia se pueda generar una mejor prestación 





población quede en mano de los mejores y la prestación se debería hacer a través de un 
oligopolio que compita gracias a un sistema eficiente de vigilancia compuesto de castigos y de 
premios “estímulos” para el conjunto de empresas prestadoras. 
No es necesaria la creación de un referendo por el agua como algunos académicos han 
señalado pues la Corte Constitucional en sus sentencias ha tutelado el derecho al agua y obliga a 
las empresas prestadoras del servicio público a suministrar el recurso. Es apenas obvio que el 
mecanismo de la tutela representa mayor celeridad y es más expedito que realizar acciones de 
grupo o financiar costosos referendos. 
 Lo anterior, sin pasar por alto que la ley que regula los servicios públicos es una ley obsoleta 
y se necesita de una nueva ley estatutaria que regule desde la contratación de la empresa 
prestadora del servicio hasta el trato que esta tiene para con los usuarios y el modelo de control y 
vigilancia que se aplicara, pues si bien los cambios sociales avanzan más de prisa que el derecho, 
la legislación colombiana es obsoleta por más de dos décadas, y no tiene en cuenta las 
revoluciones digitales y contractuales así como tampoco tiene en cuenta las necesidades de los 
usuarios a la hora de regular la prestación del servicio público. 
Si bien, en el presente trabajo se le da tratamiento al agua como derecho fundamental, hay que 
reconocer la importancia económica del recurso, en primera medida cabe afirmar que el recurso 
hídrico se considera un bien social así que se debe redistribuir, y es un bien que se utiliza en 
procesos tanto de industria como de agricultura como en el día a día de las personas, cada vez 
que el agua es consumida ya sea para usos empresariales o domésticos, la persona natural o 
jurídica que se haya beneficiado del bien debe pagar una facturación a la empresa pública o 





El ánimo de lucro debe estar siempre presente en el uso del agua, pues el acercar el recurso 
hídrico a un hogar o a una empresa requiere de un trabajo que debe ser recompensado y del cual 
la empresa prestadora se puede beneficiar. El enfoque jurisprudencial que se ha mostrado en el 
capítulo II contempla sentencias que permitirían garantizar el mínimo vital, es decir, la 
prestación del servicio hídrico, sin importar si una persona pague o no su facturación, dicha 
sentencia es escandalosa desde el punto de vista económico del bien.  
El ánimo de lucro pasaría a un segundo plano en la medida que no se proteja al empresariado, 
será muy difícil incentivar al sector privado para que se comprometa con la inversión económica 
en lugares donde no hay cobertura del bien en este momento, la Corte Constitucional ha sido 
clara al enfatizar la garantía del agua como derecho fundamental, en la medida en que se proteja 
el derecho al mínimo vital, pero es inconcebible permitir la garantía del mínimo vial a todo el 
que no tenga los recursos para pagar la facturación. 
Si dicha norma jurisprudencial se amplia y se extiende aplicando el precedente de manera 
continua se entraría en un estado de cosas inconstitucionales para las empresas prestadoras del 
servicio, es cierto que, como se ha dicho en el trabajo, se requiere actualizar la ley que regula los 
servicios públicos en general y se debe crear un régimen especial para el derecho al agua que 
requiere una especial protección constitucional. 
Queda claro que los derechos han evolucionado para llegar a señalar derechos sociales que 
hoy se entienden como fundamentales individuales sin perder su carácter de social, pero en este 
proceso de protección a la ciudadanía no se le pueden desconocer los derechos al empresariado 
que, con el ánimo de lucro presta el servicio invirtiendo incluso en las poblaciones más lejanas; 
las políticas públicas deben entender al agua como un derecho y como un bien, que para hacerle 































Con este trabajo se pretende destacar la actuación que ha tenido la Corte Constitucional, que 
en medio de su activismo judicial ha ido en contra incluso de políticas gubernamentales para 
garantizar el derecho al agua y para enmarcarlo como derecho fundamental. A lo largo del 
trabajo se evidencia cómo la Corte Constitucional es la que en sus sentencias recopila la doctrina 
internacional y abraza a los consumidores, señalándoles en la acción de tutela el camino para 
proteger sus derechos y en especial, del servicio público del agua. 
De tal manera, las personas interesadas hallarán en este trabajo un marco de referencia que les 
puede permitir orientarse en sus prácticas jurídicas; el que lea el presente trabajo entenderá el 
alcance del derecho al agua como líquido de suma importancia para la vida y se puede proteger 
gracias a la tutela, no solo en este momento sino en diversas situaciones que se le pueden 
presentar en el trato de usuario-empresa privada. 
 De igual forma, este trabajo aporta la compilación doctrinal y jurisprudencial del derecho al 
agua en Colombia, por lo que se podrá dimensionar el derecho al agua desde una perspectiva 
humanista. Que entiende que el derecho al agua es un derecho humano, social y fundamental y 
que pude ser tutelado bajo una serie de premisas establecidas por la Corte Constitucional, que es 
un derecho autónomo pero que va ligado estrechamente a otros derechos como la vida la salud y 
la dignidad humana y que hoy por hoy es inconcebible amparar el derecho al libre desarrollo de 
la personalidad sin el acceso al agua pues las tareas cotidianas que cualquier ser humano debe 
realizar en sociedad deben estar soportadas con el acceso al recurso hídrico. 
La segunda conclusión se basa en los desafíos biopolíticos que como sociedad que como 
sociedad se enfrenta Colombia, pues en un principio las políticas públicas no son claras al 





público eficiente, con estabilidad y calidad de agua, por el contrario, lo que se ve en los 
proyectos CONPES es la ratificación de la preferencia que el estado hace para los megaproyectos 
que pueden utilizar el recurso a su acomodo mientras al campesinado que no cuenta con el 
recurso se le segrega desde la misma planificación el Estado mismo. 
De otro lado, no basta con garantizar la cobertura nacional para garantizar la preservación del 
recurso se requiere una ética que parta desde ver al ser humano no con la cultura antropocentrista 
del capitalismo, sin entendiendo al ser humano como parte de un entorno ecológico con recursos 
limitados y con una población creciente que cada ve necesitara más recursos, pero contara con 
menos. La bioética debe ser el pilar fundamental de cada proyecto relacionado con el agua, con 
su consumo su reutilización y su preservación.     
El grifo debe ser controlado por la sociedad en su conjunto, no se puede esperar que el Estado 
sea el responsable de modular el uso del recurso, es necesario crear una regulación que dirima 
entre los intereses del Estado y de los empresarios frente a los intereses de la ciudadanía y del 
planeta, pues si bien los animales no son personas, existen sujetos impersonales que pueden 
llegar a poseer derechos, sujetos tales como las empresas o los animales o el agua, y serán los 
juristas del mañana los que afronten desafíos en pro de la conservación de los ecosistemas y que 
hablen por quienes no pueden hablar, que hablen por la naturaleza y por el ecosistema que desde 
ya anuncia la finitud de su existir. 
 Como tercera conclusión nace la preocupación de la sobreprotección constitucional que se le 
ha dado al recurso pues se encuentra un caso en donde, sin importar si se ha pagado o no la 
facturación del acueducto, la Corte Constitucional obliga a la empresa prestadora para que se le 





y afectando la viabilidad económica de las sentencias, pues qué empresario invertirá recursos en 
un proyecto de acueducto que desconoce el pago del suministro del bien. 
La viabilidad económica tanto de las sentencias como de los proyectos de financiación se 
debe estudiar para que los inversionistas se atrevan a desplazar recursos privados a necesidades 
públicas y para que sea rentable la prestación del servicio no solo para el empresario sino 
también para el consumidor que puede aprovechar el recurso para generar ingresos para su 
núcleo familiar y la prestación de un bien o servicio para la sociedad. 
Los conflictos entre empresarios y consumidores deben ser resueltos de manera rápida sin 
afectar los intereses del empresariado, pero sin desconocer los derechos de la ciudadanía, la 
nueva regulación no solo debe afrontar las problemáticas de cobertura y calidad sino también 
simplificar las disputas entre cada parte contratante prestadora del servicio público. 
Muchos habitantes de sectores marginados no cuentan con el recurso hídrico, por lo cual no 
pueden generar agroindustria que mejore la capacidad financiera y la capacidad de vida para toda 
una población, sectores como el turismo se ven afectados cuando hermosos paisajes no cuentan 
con una cadena de hoteles que los respalden, la importancia del agua como recurso público va 
más allá del mero acceso, quien tiene acceso al agua tiene posibilidades infinitas de desarrollarse 
y del agua dependerá el progreso de las naciones. 
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